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EDITORIAL 


LA  CUESTIÓN  ÉTNICA  A  LA  LUZ 
DEL  DERECHO  CONSTITUCIONAL^ 


La  candidato  al  Premio  Nobel  de  la  Paz  planteó  a  los  diputados  los  retos  que  como  legisladores  enfrentan  / 

al  sector  indígena  una  verdadera  representatividad y  expresión,  así  como  también  señaló  su  desacuerdo  con  un  artículo  de 

la  Constitución,  en  la  cual  establece  como  obligación  del  Estado  la  protección  a  las  comunidades  indígenas 

Según  Rigoberta  Menchú,  ese  artículo  constitucional  es  racista,  excluyeme  y  discriminatorio,  porque  se  protege  a  los 
pájaros,  a  los  parques  y  a  la  naturaleza,  pero  no  al  ser  humano.  Al  ser  humano,  reafirmó  hay  que  respetarlo  y  garantizarte 

sus  libertades  y  derechos. 


El  acaecimiento  del  quinto  centenario  del  descubrimiento  de 
América  ha  suscitado  polémica  dentro  de  diversos  círculos  y  en 
relación  a  variadísimos  contextos.  Naturalmente,  en  el  ámbito  del 
Derecho  Constitucional  han  surgido  también  interesantes  debates 
en  torno  al  tema,  pues  el  descubrimiento  de  América  desató  un 
proceso  político  en  relación  a  los  derechos  de  las  personas  frente 
al  Estado,  que  es  prácticamente  tan  antiguo  como  el  des- 
cubrimiento mismo. 

Hemos  leído  en  la  prensa  nacional  e  internacional  de  las  últimas 
semanas,  numerosos  artículos  que  se  refieren  al  concepto  de  los 
"derechos  de  los  pueblos  indígenas",  en  relación,  fundamental- 
mente, con  aspectos  culturales,  de  tradiciones,  de  lengua  y  de 
civilización  propias,  pero  también  con  relación  a  lo  económico  y 
lo  político. 

Ahora  bien,  los  pueblos  indígenas,  como  cualquier  pueblo,  se 
integran  por  personas,  por  individuos.  Los  pueblos  indígenas  — o 
cualquier  otro —  no  actúan  como  tales,  sino  que  sus  integrantes, 
individualmente  o  a  través  de  organizaciones  o  asociaciones  que 
conforman  voluntariamente,  son  quienes  en  el  sentido  estricto  del 
término,  efectivamente  actúan.  De  igual  manera,  sobre  todo  en  lo 
que  al  aspecto  constitucional  y  de  los  derechos  políticos  atañe, 
quienes  realmente  pueden  constituirse  en  titulares  de  estos 
derechos  y  ejercerlos,  son  las  personas,  los  individuos. 

En  ese  orden  de  ideas,  lo  que  resulta  de  importancia  y  podría  ser 
verdaderamente  trascendental,  es  que  nuestro  sistema  político- 
constitucional  estuviese  de  tal  forma  concebido  que  cualquier 
ciudadano  guatemalteco,  sin  importar  su  origen  étnico  o  cultural, 
disfrutase  de  los  derechos  constitucionales  y  políticos  en  igualdad 
de  condiciones,  lo  cual  naturalmente  supone  la  libertad  de  elegir 
su  modo  de  vida  y  de  seguir  las  tradiciones  culturales  y  cos- 
tumbres que  mejor  le  parezcan,  sin  mas  limitación  que  el  derecho 
de  los  demás  a  hacer  lo  propio. 

Visto  el  problema  desde  esta  perspectiva,  cada  guatemalteco  de 
origen  africano,  o  de  origen  chino,  o  de  origen  maya,  etc.,  elegiría 
qué  costumbres,  qué  tradiciones,  qué  forma  de  vida  le  conviene 
adoptar,  en  la  medida  en  que  al  hacerlo  no  infrinja  derechos  de 
terceros  y  que  respete  las  decisiones  que  éstos  últimos  adopten, 
eo  la  medida  también,  en  que  sus  derechos  no  se  vean  infringidos. 
Claro  que  esto  también  supone  que  cada  guatemalteco  debería 
poder  involucrarse  en  manifestaciones  culturales  y  sociales  en 
general,  con  otras  personas,  en  la  medida  en  que  se  asocien 
voluntariamente  y  en  que  tales  manifestaciones  no  supongan  la 
infracción  de  derechos  de  terceros. 


Reportaje  de  Siglo  XXI 
miércoles.  15  de  julio,  1992. 

La  "colectivización''  del  problema  étnico  es  un  error 
metodológico,  que  además  puede  conducir  a  consecuencias 
negativas.  El  error  consiste  en  que  algunos  asumen  la  titularidad 
de  la  "colectividad  maya"  y  se  pronuncian  en  su  nombre  rcinvin- 
dicando  ciertos  derechos,  como  si  en  efecto  contasen  con  algún 
tipo  de  anuencia  o  consenso  por  parte  de  aquellos  en  cuyo  nombre 
se  pronuncian  y  cuyos  derechos  como  "pueblo"  defienden  Claro 
está  que  es  posible  que  se  incurra  en  este  error  ininlcnciooal- 
racnle.  o  mejor  dicho,  incluso  con  la  buena  intención  de  favorecer 
la  condición  de  aquellos  cuyos  derecho*  como  "pueblo"  estiman 
conculcados.  De  otra  parte,  es  posible  también  que  se  incurra  en 
este  error  intenciooalmente,  con  miras  mis  bien  de  orden  político 
partidista.  De  cualquier  manera,  el  error  consiste  en  suponer  que 
muchas  personas,  que  como  individuos  tendrán  aspiraciones  de 
las  más  variadas,  ideas  propias,  concepciones  particulares  sobre 
su  condición  actual  y  aquella  que  desean  para  el  futuro,  se 
consideran  sometidos  a  algún  tipo  de  represión  cultural  y 
político-económica,  centrada  Justamente  cb  «I  problema 
étnico. 

Y  es  esto  último  lo  que  constituye  una  de  las  consecuencias 
negativas  de  la  "colectivización"  del  problema  étnico  a  que  arriba 
aludíamos,  pues  los  privilegios  económico-políticos,  que  en  el 
país  han  disfrutado  de  distinta  forma  diversos  grupos  de  interés, 
sean  del  sector  industrial  o  del  sector  sindical,  no  han  tenido  como 
motivación  (a  diferencia  del  caso  sud  -africano,  por  ej  )  la  cuestión 
étnica.  Los  paganos  del  costo  de  los  privilegios  en  este  país  son 
todos  los  "no  organizados",  cuya  influencia  o  capacidad  de 
presión  sobre  los  "decisores"  no  es  suficientemente  importante 
como  para  proteger  su  pedacilo.  Dentro  de  los  "no  organizados" 
los  hay  indígenas,  ladinos,  mestizos,  criollos,  de  descendencia 
asiática,  africana,  judía,  etcétera.  Ouieoes  han  disfrutado  o  dis- 
frutan de  privilegios  no  se  han  propuesto,  ni  les  interesa,  si 
quienes  soportan  los  costos  de  los  privilegio*  son  de  un  origen 
étnico  u  otro. 

La  única  aspiración  que  parece  legitima  consiste  en  abolir  la 
existencia  de  privilegios,  en  abolir  los  costos  que  supooc  la 
existencia  de  tales  privilegios  y  que  todo  guatemalteco  goce  de 
la  igual  protección  de  las  leyes.  Tal  aspiración  no  riñe,  de  ninguna 
manera,  con  la  noción  de  solidaridad  humana,  pues  socorrer  al 
necesitado  no  supone  privilegiarlo. 


Eduardo  Mayora  A 
Diciembre,  1992. 


SOCIOLOGÍA 


CENTROAMERICA:   CUNA  DEL  HOMBRE 
IBEROAMERICANO  ORIGINARIO 


En  tos  últimos  tiempos  Centroamérica  ha  estado  presente  en  la 
conciencia  de  todo  el  mundo  por  causa  de  los  acontecimientos 
políticos  en  El  Salvador  y  Nicaragua.  Creo  que  esa  región  de 
Aménca  merece  que  también  se  le  conozca  por  otra  razón:  fue 
en  Centroaméríca  donde  se  dieron  las  primeras  manifestaciones 
de  una  nueva  conciencia,  la  conciencia  iberoamericana 
originaria.  En  otros  términos,  fue  en  Centroamérica  donde 
primero  surgió  un  nuevo  hombre,  el  hombre  iberoamericano 
originario,  ya  que  donde  hay  una  nueva  conciencia  hay  un  nuevo 
hombre.  Es  la  conciencia,  o  la  autoconciencia,  la  que  define  al 
hombre. 

•    •    • 

Mi  tema  es,  pues,  el  origen  del  hombre  iberoamericano,  pero 
"hombre  iberoamericano",  según  yo  usaré  la  expresión,  no  es  una 
categoría  geográfica,  ni  histórica,  ni  política.  Tampoco  es  una 
categoría  antropológica,  en  la  acepción  ordinaria  de  este  término. 
"Hombre  iberoamericano"  es  una  categoría  filosófica  que,  por 
supuesto,  tiene  vínculos  lógicos  con  conceptos  geográficos, 
históricos  y  políticos,  pero  cuya  función  primordial,  en  mi  dis- 
curso, es  designar  una  realidad  antropológico- filosófica,  una 
realidad  humana  que  no  existía  antes  del  siglo  XVI;  es  decir,  una 
realidad  que  no  existía  antes  del  descubrimiento,  conquista  y 
colonización  del  nuevo  mundo.  Para  decirlo  de  una  vez,  antes  del 
siglo  XVI  no  existía  el  hombre  iberoamericano.  En  esta  ocasión 
trataré  de  explicar  brevemente  mi  tesis  de  que  fue  en 
Centroamérica  donde  primero  se  dio  esa  realidad;  que  fue  en 
Centroamérica  donde  primero  surgió  el  hombre  iberoamericano 
originario. 

Nadie  ignora  que  antes  del  descubrimiento  del  nuevo  mundo  no 
habla  "hombre  iberoamericano".  En  el  vasto  continente 
americano  sí  había  hombres  con  diversos  grados  de  desarrollo 
humano  y  social.  De  todos  son  conocidas  las  civilizaciones 
mejicanas,  guatemaltecas  y  peruanas.  El  genio  de  los  americanos 
autóctonos  quedó  plasmado  en  Tcotihuacán,  Tikal  y  Machu 
Pichu,  para  mencionar  sólo  tres  grandes  centras  de  la  cultura 
americana  Prehispánica.  Pero  todavía  no  había  "hombre 
iberoamericano".  Todavía  no  había  surgido  esa  nueva  realidad 
humana  que,  para  mí,  es  la  más  importante  de  la  historia  moderna. 

¿Qué  deseo,  pues,  afirmar  cuando  digo  que  Centroaméríca  es  la 
cuna  del  hombre  iberoamericano,  el  nuevo  tipo  humano  que 
surgió  después  de  la  conquista  y  colonización  de  América? 

Deseo,  en  primer  término,  recordar  que,  en  general,  el  bípedo 
implume  de  los  griegos,  el  Homo  Sapiens,  llega  a  ser  hombre 
cuando  logra  estructurar  una  concic ncia  de  sí  m  ismo  en  c  I  m undo. 
El  contexto  es  propicio  para  recordar  una  de  las  principales  tesis 
de  Manuel  Kant.  La  forma  fundamental  de  la  experiencia 
humana  es  yo-con-ml-mundo.  El  hombre  es  el  ser  que  puede 
decir,  a  sí  mismo  y  a  los  demás,  "yo  soy...",  "yo  veo  esto  o 
aquello";  el  hombre  es  el  ser  que  tiene  conciencia  de  sí  mismo 
comoalgodifc  rente  del  mundo  que  le  rodea.  Cuando  José  Ortega 
y  Gasset  proclamaba,  con  claro  acento  kantiano,  "yo  soy  yo  mi 


circunstancia",  él  ponía  de  manifiesto  que  la  realidad  fundamen- 
ta I  de  la  vida  humana  es  la  conciencia  de  uno  m  ismo  en  un  mundo 
circundante  o  en  una  circunstancia.  Sin  esa  conciencia  no  hay 
realidad  humana;  sinautoconciencia  no  hay  hombre  en  el  mundo. 

Ahora  bien,  la  conciencia  americana  autóctona  prc-hispánica 
probablemente  era  una  conciencia  que  no  difería  fundamental- 
mente de  la  conciencia  primitiva  de  otros  seres  humanos  que 
vivían  en  otras  partes  del  mundo.  La  conciencia  primitiva  se 
caracteriza,  entre  otras  cosas,  porque  personaliza  todo  lo  exis- 
tente; todos  los  objetos  que  encuentra  en  el  mundo  los  concihe 
como  personas.  Además,  la  conciencia  primitiva  proyecta  a  la 
naturaleza  las  características  fundamentales  del  hombre,  de  la 
sociedad,  de  manera  que  la  naturaleza  se  transforma  en  una  gran 
sociedad.  Los  antropólogos  han  descubierto  y  descrito  las 
características  de  la  conciencia  primitiva  en  diversas  panes  del 
mundo;  las  características  de  la  experiencia  humana  originaria,  y 
yo  no  diré  nada  más  al  respecto. 

Mi  interés  fundamental  es  poner  de  manifiesto  el  advenimiento 
de  la  nueva  conciencia,  la  conciencia  iberoamericana  que  surgió 
cuando  los  Quichés  de  Guatemala  entraron  en  contacto  con  el 
idioma  español  y  la  religión  cristiana. 

Pero  ¿cómo  se  pone  de  manifiesto  el  advenimiento  de  una 
conciencia?  Una  conciencia  no  es  algo  físico.  Como  ya  lo  he 
sugerido  antes,  hablar  de  conciencia  es,  al  mismo  tiempo,  hablar 
de  autoconciencia.  Una  conciencia  no  es  algo  perceptible.  Tam- 
poco  puede  encontrarse  encamada  en  el  material  de  obras  de  arte. 
La  conciencia,  en  cuanto  tal,  sólo  puede  encontrarse  en  símbolos 
y,  para  concretar  aún  más,  en  símbolos  lingüísticos.  De  manera 
que  la  conciencia,  nueva  o  antigua,  habita  fundamentalmente  en 
la  página  escrita,  en  el  texto,  en  el  libro,  oen  la  palabra.  La  palabra 
es  la  casa  de  la  autoconciencia,  y  es  por  ello  que,  como  diría 
Hcidcggcr,  la  palahra  es  también  la  casa  del  Ser.  Ello  no  significa 
que  la  conciencia  sea  el  Ser.  Sólo  significa  que  todo  ser  lo  es  para 
una  conciencia. 

Mi  afirmación  de  que  Centroamérica  es  la  cuna  del  hombre 
iie roa merícanooeuroame ncano.de  la  nueva  conciencia,  tendrá, 
por  consiguiente,  que  ser  respaldada  por  un  texto,  por  una  obra 
escrita.  Y  esa  obra  se  llama,  en  idioma  Quiche,  uno  de  los 
principales  idiomas  autóctonos  de  Guatemala,  Popol  UuJ  -  el 
libro  de  I  consejo. 

Ninguna  de  las  obras  de  la  literatura  originaria  de  mi  país  ni  de 
otros  países  americanos  tiene  la  profunda  orientación 
antropológica  que  muestra  el  Popol  UuJ,  lo  cual  equivale  a  decir 
que  ninguna  otra  obra  originaria  muestra  tan  alto  grado  de 
autoconciencia. 

Además  de  la  creación  del  mundo,  de  los  hombres  de  barro  y  de 
madera,  la  primera  parte  de  esa  obra  contiene  el  relato  de  la 
destrucción  de  los  hombres  de  madera,  el  relato  de  la  vida, 
persecución  y  muerte  de  Vucub  Caquix  y  de  sus  hijos,  quienes 
han  recibido  el  castigo  de  los  dioses  por  causa  de  su  soberbia.  La 


segunda  paite  del  libro  relata  el  origen  de  Hunahpú  e  Ixbalanqué, 
dos  sem  id  toses  que  además  de  ejecutar  las  órdenes  de  tas  dioses, 
son  seres  vengativos.  Esta  parte  es  mucho  más  literaria  que  las 
otras  dos  y  ha  sido  fuente  de  inspiración  artística  para  muchos. 

La  tercera  parte  se  inicia  con  la  creación  de  los  hombres  de  maíz 
y  consta,  fundamentalmente,  de  relatos  acerca  de  la  historia  de 
tos  quichés,  su  origen,  sus  migraciones,  las  últimas  dinastías, 
hasta  mediados  del  siglo  dieciséis. 

De  las  tres  partes  del  libro  sólo  la  tercera  parte  parece  tener 
intención  histórica,  aun  cuando  se  inicia  con  el  mito  de  la  creación 
de  los  hombres  de  maíz.  Las  otras  dos,  aunque  probablemente 
reflejan  acontecimientos  reales  y  la  vida  de  personajes  históricos, 
no  tienen  intención  histórica  sino  literaria.  Importa  mucho  más 
que  tas  relatos  sean  helios  aunque  no  sean  verdaderos. 

El  Popal  Uuj  se  redactó  aproximadamente  en  el  año  de  1554, 
según  Adrián  Recinos,  y  la  primera  traducción  al  español  la 
realizó  fray  Francisco  Xirnénez  en  1722. 

Tampoco  hay  ninguna  otra  obra  de  la  literatura  iberoamericana 
original  que  posea  la  riqueza  conceptual  del  libro  sagrado  de  los 
Quichés,  que  es  como  se  le  ha  llamado  al  Popal  Uuj  en  Europa, 
y  luego  en  el  resto  de)  mundo,  desde  que  Brasseur  de  Boubourg 
lo  tradujo  al  francés  en  1861.  Cuatro  aftas  antes,  en  1857,  Karl 
Scherzer  había  publicado  en  Viena  la  primera  traducción  al 
español  del  PopoUJuj,  la  traducción  que  había  realizado  en 
Guatemala  el  Padre  Francisco  Xirnénez,  a  principios  del  siglo 
XVHI.  Pero  de  seguro  la  versión  francesa  llegó  a  estudiosos 
europeos  antes  que  la  versión  española. 

Como  era  inevitable,  tas  Quichés  de  Guatemala  interpretaron  las 
enseñanzas  bíblicas  en  términos  de  su  propia  experiencia.  Es  mi 
opinión  que  el  hombre  de  maíz  de  los  Quichés  no  hubiera  sido 
posible  si  las  enseñanzas  bíbl  icas  no  introducen  la  pregunta :  ¿qué 
es  el  hombre?  ¿cuál  es  su  origen?  Una  vez  formulada  la  pregunta, 
para  ellos  era  natural  pensar  que  el  hombre  había  sido  creado  de 
esa  masa  que  diariamente  sostiene  y  da  vida  a  la  carne.  En  Tin  de 
cuentas,  el  maíz  era  y  sigue  siendo  la  principal  fuente  de  sustento 
de  la  mayoría  de  la  población.  La  vida  giraba  y  gira  en  tomo  del 
maíz,  pues  no  sólo  es  alimento  para  el  hombre.  Las  hojas  de  la 
planta  sirven  de  forraje  al  ganado,  así  como  las  cañas  sirven  para 
hacer  cercas  y  paredes  de  sus  chozas.  Los  otates  sirven  de 
combustible  y  las  tuzas,  u  hojas  que  cubren  las  mazorcas,  también 
tienen  múltiples  usos  en  el  hogar. 

El  relator  o  autor  del  Popol  Uuj  es  un  americano  que  ya  sabe  el 
idioma  español  y  que  conoce  al  menos  rudimentos  de  la  religión 
católica,  de  manera  que  las  fábulas  y  las  historias  que  él  transm  itc 
ya  han  pasado  por  el  tamiz  conceptual  de  la  nueva  conciencia.  El 
Popol  Uuj  es  la  primera  expresión  estructurada  de  la  nueva 
conciencia,  la  conciencia  iberoamericana  originaria,  de  manera 
que  la  conciencia  americana  autóctona  sólo  se  conoce  por  medio 


de  un  marco  conceptual  que  no  es  americano.  La  crjncxncia 
americana  en  sí  es  desconocida. 

La  voz  es  una  voz  nueva;  una  voz  balbuceante;  a  veces 
lógicamente  incoherente,  que  está  ansiosa  de  expresar  la  nueva 
conciencia.  Es  la  voz  del  nuevo  hombre,  el  hombre 
euroamericano,  que  recurre  a  conceptos  extraños,  soto  parcial- 
mente asimilados,  para  expresar  su  asombro  ante  el  misterio  de 
existencia;  para  empezar  a  darle  forma  y  contenido  a  la  nueva 
conciencia  iberoamericana.  Es  la  voz  del  nuevo  espíritu  —el 
espíritu  ibero-americano  originario. 

¿Cómo  se  concebía  a  sí  mismo  el  nuevo  hombre?  La  respuesta 
es  que  el  hombre  iberoamericano  originario  era  el  superhombre, 
el  hombre  extraordinario.  El  hombre  iberoamericano  lo  encama 
Vucub-Caquix  (séptimo  guacamayo),  un  ser  fabuloso  que  dkc 
ser  el  sol,  la  luna,  las  estrellas,  todas  las  cosas  "porque  su  vista 
alcanza  muy  lejos".* 

Por  supuesto  que  Vucub-Caquix  no  es  un  hambre  creado.  El 
existía  antes  de  la  creación  del  mundo  y  de  la  creación  de  tas 
hombres  de  maíz.  Sus  hijos  gigantescos  hacen  temblar  la  tierra  y 
juegan  pelota  con  los  volcanes.  Pero  tos  Dioses  no  toleran  la 
arrogancia  de  Vucub-Caquix  y  lo  destruyen,  "reventándole  tas 
niñas  de  los  ojos",  para  que  no  pueda  ver  y,  en  consecuencia,  para 
que  no  pueda  ser. 

Cuando,  por  fin,  tos  Dioses  crean  a  tos  primeros  seres  humanas 
de  la  masa  de  maíz,  lo  primero  que  hacen  las  criaturas  es 
maravillarse  de  su  capacidad  para  verlo  y  entenderlo  todo.  El 
lector  inmediatamente  piensa  que  Balam-Quitze,  Balam-AcBb, 
Mahucutah,  e  Iquibalam,  los  primeros  hombres  de  maíz,  son 
descendientes  directos  de  Vucub-Caquix,  por  la  forma  en  que  se 
expresan  de  si  mismos,  pero  no  es  así. 

"¿Han  de  ser  ellos,  los  hombres  de  maíz,  iguales  a 
nosotros,  sus  creadores?",  dicen  los  Dioses,  y  la  respuesta 
es,  naturalmente,  negativa.  El  hombre  no  es  Dios.  El 
hombre  es  un  ser  finito,  limitado  y  los  Dioses  se  aseguraron 
de  que  así  fuera  tomando  a  cada  uno  de  los  nuevos  seres 
creados  y  "echándole  un  vaho  sobre  los  ojos,  los  cuales  se 
empañaron  como  cuando  se  sopla  sobre  la  luna  de  un 
espejo.  Sus  ojos  se  velaron  y  sólo  pudieron  ver  lo  que 
estaba  cerca,  sólo  ésto  era  claro  para  ellos". 

La  transición  de  la  primera  concepción  del  hombre  como 
Dios,  a  la  concepción  del  hombre  como  criatura  de  Dios, 
pone  de  manifiesto  el  advenimiento  de  la  nueva  concien- 
cia, la  conciencia  del  hombre  iberoamericano  originario. 

Rigobcrto  Juárez-Paz 
Universidad  Francisco  Marroquln 
Guatemala 
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ECONOMÍA 


AL  FINAL  DE  LOS  DERECHOS  SOCIALES 


Desde  hace  varios  años  viene  cobrando  vigencia  una  nueva 
posición  de  defensa  de  los  Derechos  Humanos.  Esa  co- 
rriente de  re -descubrimiento  de  los  valores  de  Occidente 
está  ya  a  las  puertas.  Pero  no  en  América  Latina,  en  donde 
hemos  levantado  los  muros  de  la  demagogia  y  la  mentira. 

Muchos  creen  que  la  atención  que  se  presta  a  este  tema  es 
algo  reciente.  No  es  así.  La  médula  del  derecho  Occidental 
y  de  nuestros  esfuerzos  por  encontrar  un  orden  social  más 
justo,  tienen  su  rafz  en  las  milenarias  tradiciones  judío- 
cristianas  de  exaltación  de  la  persona  humana,  con  toda  su 
individualidad. 

La  aportación  moderna  es  la  distinción  que  hoy  hacemos 
entre  las  violaciones  a  los  derechos  individuales,  co- 
metidas por  otros  individuos  o  agrupaciones  de  individuos, 
y  las  que  comete  EL  ESTADO  cuando  pervierte  la  ley  y  se 
extralimita  en  su  poder.  El  gran  violador  de  los  Derechos 
Humanos  ha  sido,  y  sigue  siendo  el  Estado  como  aparato 
en  el  que  se  ha  concentrado  el  poder  social. 

Es  bajo  esa  luz  que  la  tan  afamada  "DECLARACIÓN 
UNIVERSAL  DE  DERECHOS  HUMANOS"1  de  las 
Naciones  Unidas,  de  1948,  debe  ser  comprendida.  Por  un 
lado,  es  una  declaración  ENTRE  ESTADOS,  es  decir, 
entre  quienes  siempre  han  sido  los  violadores  de  los 
Derechos  Humanos.  Por  otro  lado,  en  un  espíritu  de  com- 
promiso político,  en  que  los  principios  se  dejaron  de  lado, 
se  trató  de  conciliar  la  tradición  occidental  de  respeto  a  los 
derechos  del  hombre  con  la  tradición  socialista  de  "per- 
misos" que  concede  el  Estado.  En  el  compromiso  se 
sacrificó  el  concepto,  y  desde  entonces  los  Derechos 
Humanos  han  pasado  a  ser  otra  cosa  que  ya  no  representa 
ni  las  aspiraciones,  ni  los  grandes  logros  del  Cristianismo 
y  de  Occidente. 

Mientras  que  hasta  ese  momento  todas  las  Declaraciones 
de  Derechos  habían  sido  arrancadas  por  los  ciudadanos  al 
poder  estatal  para  limitar  su  poder,  la  de  las  Naciones 
Unidas  es  un  pacto  entre  los  violadores  para  establecer 
entre  ellos  las  reglas  que  les  permiten  abusar  los  derechos 
de  los  ciudadanos. 

La  transformación  de  los  Derechos  Humanos  en  un  ins- 
trumento de  perversión  ha  ocurrido  paulatinamente  a 
través  de  los  cien  años  recién  transcurridos.  ¿Cómo 
empezó  este  proceso? 


Así  como  resulta  fácil  entender  que  la  Declaración  Univer- 
sal de  Derechos  Humanos  de  las  Naciones  Unidas,  por  ser 
un  instrumento  de  compromiso  político  suscrito  por  Es- 
tados entre  sí,  no  es  en  su  esencia  una  continuación  de  los 
esfuerzos  de  los  ciudadanos  para  limitar  el  poder  del  Es- 
tado, también  se  puede  enfocar  lo  que  se  ha  dado  en  llamar 
DERECHOS  SOCIALES.  Es  más,  es  a  la  luz  de  com- 
prender los  alcances  y  consecuencias  de  esta  nueva  frase 
mágica  donde  se  pone  en  evidencia  la  naturaleza  verdadera 
de  la  Declaración  de  la  O.N.U. 

El  Dr.  Carlos  García  Bauer,  quien  fue  Canciller  de 
Guatemala,  Juez  de  la  Corte  Internacional  de  Justicia, 
Presidente  de  la  Delegación  de  Guatemala  a  la  O.N.U. 
cuando  se  aprobó  la  Declaración,  y  su  representante  ante 
la  Comisión  de  Derechos  Humanos  de  ese  mismo  organis- 
mo, dice  sobre  esta  estrecha  relación:  "En  general,  puede 
decirse,  que  estos  derechos  constituyen  la  parle  moderna 
y  más  trascendental  de  la  Declaración,  la  clase  de  derechos 
que  los  pueblos  del  mundo  deseaban  ver  reconocidos  en 
un  documento  de  validez  universal.  Son  derechos  de  diver- 
sa naturaleza  de  los  derechos  civiles  y  políticos,  cuyo 
disfrute  exige  diverso  procedimiento  y,  sobre  todo,  de  la 
buena  disposición  y  capacidad  de  organización  del  Gobier- 
no, de  la  actividad,  buena  voluntad  e  iniciativa  de  la 
sociedad  organizada".2 

Hoy,  cuatro  décadas  después  de  la  Declaración  de  la 
O.N.U.  es  sensato  volver  a  analizar  si  loque  era  "moderno" 
entonces  ha  resistido  las  pruebas  del  tiempo;  si  los  pueblos 
sobre  los  que  se  impusieron  esos  "derechos  nuevos"  están 
mejor  que  antes;  y,  sobre  todo,  si  han  funcionado  tales 
derechos  que  dependían  de  la  buena  disposición  del 
gobierno  y  de  las  buenas  intenciones. 

Analicemos  algunos  de  los  "grandes  avances"  de  los 
derechos  "modernos"  de  la  Declaración  de  la  O.N.U.,  que 
todos  alaban  pero  muy  pocos  se  han  molestado  en  leer. 

□  Artículo  3o.  dice:  "Todo  individuo  tiene  derecho  a  la 
vida,  a  la  libertad  y  a  la  seguridad  de  su  persona". '  ¿Y 

la  propiedad?  La  propiedad  como  un  derecho  inalienable 
de  la  persona,  como  parte  de  su  dignidad  — de  acuerdo  con 
las  enseñanzas  de  Santo  Tomás  de  Aquino  y  toda  la 
tradición  occidental  del  liberalismo,  desde  Lockc  hasta 
hoy —  fue  intcncionalmente  mutilada.  Vuelve  a  aparecer 
en  el  Artículo  17o.  que  en  su  primera  parte  lee:  "Toda 
persona  tiene  derecho  a  la  propiedad,  Individual  y 


1  Organización  de  Naciones  Unid»»,  ONU:  "DECLARACIÓN  UNIVERSAL  DR  DERECHOS  HUMANOS"  Resolución  aprobad»  por  la 
Asamblea  General  de  las  Naciones  Unidas,  en  París,  el  19  de  diciembre  de  1948. 

2  García  Bauer.  Cartas:  "LOS  DERECHOS  HUMANOS.  PREOCUPACIÓN  UNIVERSAL"  Editorial  Univerulana.  Guatemala.  1960.  (Pag.  97) 
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colectivamente".' 

La  propiedad  colectiva  no  es  propiedad.  La  propiedad  es 
propia,  es  privativa  de  alguien  o  algunos  que  sobre  ella 
ejercen  dominio,  ya  sea  individualmente  o  a  través  de 
acuerdos.  Es  obvio  que  cuando  el  número  de  dueños  es 
grande,  los  acuerdos  por  consenso  se  vuelven  imposibles. 
Por  eso  no  se  puede  hablar  de  propiedad  cuando  se  refiere 
a  bienes  sobre  los  cuales  los  dueños  ya  no  pueden  ejercer 
dominio  y  tomar  decisiones  económicas  sobre  ellos.  Por 
eso  no  funcionan  las  economías  socialistas,  por  eso  son  un 
gran  engaño  aunque  la  mayoría  de  la  gente  no  lo  sepa 
todavía,  y  este  artículo  delata  el  compromiso  aludido 
antes.5 

El  Artículo  24o.  de  los  Derechos  Humanos  dice:  "Toda 
persona  tiene  derecho  al  descanso,  al  disfrute  del  tiem- 
po libre,  a  una  limitación  razonable  de  la  duración  del 
trabajo  y  a  vacaciones  periódicas  pagadas".  El  artículo 
27o.  dice:  "Toda  persona  tiene  derecho  a  tomar  parte 
libremente  en  la  vida  cultural  de  la  comunidad,  a  gozar 
de  las  artes  y  a  participar  en  el  progreso  científico,  y  en 
los  beneficios  que  de  él  resulten".4 

Estos  son  algunos  de  los  derechos  sociales,  que  se  pretende 
clasificar  de  económicos,  culturales  y  sociales.  Antes  se 
hablaba  de  los  derechos  fundamentales  del  hombre:  su 
vida,  su  libertad,  y  todo  aquello  que  le  es  propio  como 
persona  — su  propiedad.  En  la  declaración  de  la  O.N.U., 
cuya  sustancia  son  los  derechos  sociales,  se  han  hecho 
equivalentes  estos  derechos  fundamentales  con  el  derecho 
a  vacaciones  pagadas,  al  entretenimiento  y  el  ocio,  al  arte 
y  a  un  nivel  de  vida  garantizado  por  la  sociedad.  Esta 
ecuación  debiera  ser  alertivo  de  que  se  ha  planteado  un 
conflicto  fundamental. 


El  conflicto  entre  los  derechos  sociales  y  los  derechos 
fundamentales,  muy  bien  disfrazado  en  toda  la  retórica  de 
los  Derechos  Humanos,  no  es  algo  nuevo.  Radica  en  la 
perversión  del  valioso  concepto  de  la  IGUALDAD. 

Un  concepto  de  igualdad  es  el  de  la  igual  naturaleza  de 
todos  los  hombres,  del  que  se  deriva  el  reconocimiento  de 
su  igual  dignidad  y  de  los  atributos  que  la  conforman.  De 
este  primer  concepto  de  la  igualdad,  originado  en  el 
derecho  natural  o  en  la  evolución  cultural,  como  le  llama 
Hayek,  nacen  los  conceptos  igualmente  claros  de:  LA 
IGUALDAD  DE  DERECHOS,  LA  IGUALDAD  ANTE 
LA  LEY,  Y  LA  IGUALDAD  ANTE  EL  ESTADO. 

Encontramos  ahí  la  raíz  del  gobierno  constituido,  basado 
en  la  delegación  del  poder  ciudadano,  del  que  han  surgido 
las  constituciones  y  las  formas  modernas  de  gobierno 
republicano,  a  las  que  erradamente  hemos  dado  en  llamar 
democracias  últimamente. 

El  insigne  liberal  argentino,  Don  Juan  Bautista  Alberdi, 
Padre  de  la  Constitución  que  hizo  grande  a  esc  país, 
escribió  estas  líneas  en  1856,  en  defensa  de  los  principios 
que  conformaron  su  proyecto  de  Constitución  de  1853: 
"La  Constitución,  por  sí,  nada  crea  ni  nada  da:  ella 
declara  del  hombre  lo  que  es  del  hombre  por  la  obra  de 
Dios,  su  primitivo  legislador.  Dios  ha  formado  a  todos 
los  hombres  IGUALES  EN  DERECHO,  ha  dado  a  los 
unos  capacidad  y  a  los  otros  inepcia  (los  ha  hecho  inep- 
tos), creando  de  este  modo  la  DESIGUALDAD  DE 
FORTUNAS,  que  son  el  producto  de  la  capacidad,  ao 
del  derecho.  La  Constitución  no  debía  alterar  la  obra 
de  Dios  sino  expresarla  y  confirmarla.  Ni  estaba  a  su 
alcance  igualar  las  fortunas,  ni  su  mira  era  otra  que 
declarar  la  igualdad  de  derechos". 


4  ONU:  Op.  Gt.  B  Artículo  17o.  tiene  dos  párrafos.  B  citado  es  el  primero:  el  segundo  dice:  "Nadie  sera'  pnvado  arbitrariamente  de  su 
propiedad". 

5  Bste  tema  es  conocido  como  "el  débale  de  la  imposibilidad  del  cálculo  económico  del  socialismo".  Fue  iniciado  por  Ludwig  von  Mises,  en 
1920.  con  la  publicación  de  su  ensayo  "Die  Wirtschafrsrechnung  im  sorialistischcn  (iemetnwesen".  (juste  un  «célenle  recuento  analítico  del 
debate,  hecho  por  el  Dr.  Don  Lavoie  en  su  disertación  doctoral:  fue  publicada  en  1985  como  "RJVA1.RY  AND  CENTRAL  PlANNINCi  THE 
SOaAlJSTCALOJLATION  DEBATE  RBCONSIDERED",  por  Cambridge  Unrversity  Press 

6  ON.U:  Op.  Gt.  B  Alt.  27o.  tiene  dos  partes:  se  ha  citado  solamente  la  primera.  

7  B  concepto  de  "evolución  cultural"  ha  sido  tratado  ampliamente  por  Inednch  A  Hayek  en  su  último  libro  "FATAL  CONCEJT"  (Umvetur»  oí 
Chicago  Press.  1988).  pero  lo  había  desarrollado  mucho  antes,  porej :  En  1983,  en  Chicago,  en  su  presentación  'fne  Rules  oí  Moraliiy  Ai»  Not 
the  Conclusions  oí  our  Reason",  ante  la  XII  Conferencia  Internacional  sobre  la  Unidad  de  las  Gcncias:  o  en  su  discurso  de  1982.  en  el  Club 
Universitario  de  Washington,  publicado  por  la  Fundación  lleríiagc.  de  Washington,  que  llamó  "Our  Moral  Henlage".  o  en  su  articulo  "tonos  oí 
OrderinSociely",  publicado  en  1975  por  el  Instituir  for  Humane  Studies.  

8  Alberdi,  Juan  Bautista:  "SISTEMA  ECONÓMICO  Y  RENTÍSTICO  DE  LA  CONFEDERACIÓN  AR(  ¡ENTINA  SHOUN  SU  CONSTTrUlc  * 
DE  1853*.  Obras  Completas  de  Juan  Bautista  Alberdi,  editadas  por  la  Tnbuna  Nacional;  Argentina.  1855.  (Tomo  IV.  Pág  255>  Original  de 
1850. 


La  igualdad  de  derechos,  la  "tsonnmia"  griega,  ha  sido  la 
base  del  Estado  de  Derecho,  que  es  la  máxima  aspiración 
de  la  democracia  liberal  bien  entendida.  La  igualdad  de 
fortunas  ha  sido  la  máxima  aspiración  de)  socialismo  de 
todo  tipo,  desde  los  tiempos  más  primitivos,  anteriores  al 
progreso  que  llamamos  civilización. 

Al  analizar  el  fracaso  de  la  Revolución  Francesa,  y  com- 
parar la  prosperidad  y  libertad  que  ya  gozaban  los 
ciudadanos  de  los  Estados  Unidos,  Alexis  de  Tocqueville, 
en  1848,  describía  así  esta  disyuntiva:  "La  democracia  y 
el  socialismo  no  tienen  otra  cosa  en  común  que  la 
palabra  igualdad.  Pero,  he  aquí  la  diferencia:  en  tanto 
que  la  democracia  busca  la  igualdad  en  la  libertad,  el 
socialismo  la  busca  en  la  restricción  y  en  la  ser- 
vidumbre"*. 

Un  siglo  después,  reflexionando  sobre  las  causas  que 
habían  conducido  a  la  gran  confrontación  llamada  la 
Segunda  Guerra  Mundial,  quien  hoy  es  Premio  Nobel,  el 
pensador  Friedrich  Hayek  evocaba  al  Diputado  francés: 
"Hay  una  gran  diferencia  entre  tratar  a  los  hombres 
con  igualdad  e  intentar  hacerlos  iguales.  Mientras  lo 
primero  es  la  condición  de  una  sociedad  Ubre,  lo  segun- 
do implica,  como  lo  describió  de  Tocqueville,  UNA 
NUEVA  FORMA  DE  SERVIDUMBRE**.10 

Solamente  hay  dos  formas  para  igualar  el  resultado  de 
las  acciones  de  personas  naturalmente  diferentes. 
Ambas  implican  la  negación  del  derecho.  Ambas  im- 
plican una  interferencia  del  estado  con  el  uso  de  la 
fuerza,  o  la  amenaza  del  uso  de  la  fuerza;  es  decir,  con 
violencia.  Sin  embargo,  no  todas  las  consecuencias  de 
tales  violaciones  al  derecho  son  comprendidas. 

La  primera  forma  de  igualar  los  resultados  — la  igual 
distribución  de  la  riqueza —  es  privando  a  las  personas 
de  su  libertad.  A  las  personas  que  más  se  distanciarían  de 
sus  semejantes  por  su  mejor  o  más  abundante  producto  si 
se  les  dejara  libres,  se  les  impone  alguna  restricción  que 
les  impide  llegar  hasta  donde  lo  harían.  Eso  solamente  se 
puede  hacer  legislando  y  reglamentando.  Pero,  en  lugar  de 
sancionar  leyes  de  aplicación  general,  se  legislan 
privilegios  para  algunos  y  cargas  para  oíros.  Estas 


violaciones  a  la  libertad  son  eventualmente  detectadas  y 
nunca  llegan  a  ser  aceptadas,  excepto  por  quienes  reciben 
los  beneficios  del  privilegio  y  los  consideran  sus  derechos. 

Tarde  o  temprano  terminan  por  ser  denunciadas  como 
negaciones  a  la  igualdad  de  derechos  y  es  por  eso  que  se 
recurre  más  regularmente  a  la  segunda  forma  de  igualar  los 
resultados  de  las  acciones  de  los  hombres.  En  lugar  de 
ponerle  trabas  a  las  personas  antes  de  que  actúen,  en  lugar 
de  inhibirlas,  en  lugar  de  violar  su  libertad,  se  les  arrebata 
el  producto  de  su  trabajo  libre  para  dejarles 
únicamente  la  cuota  que  les  "corresponde"  después  que 
el  proceso  de  producción  se  ha  completado. 

Esto  invariablemente  se  hace  a  través  de  impuestos 
casuísticos,  virtualmente  confiscatorios,  sin  más  razón 
que  el  arrebatar  legalmente  el  fruto  del  trabajo  libre. 
También  se  utiliza  el  control  de  precios,  o  precios  fijados 
por  fuerzas  ajenas  a  las  fuerzas  económicas  del  mercado, 
que  invariablemente  representan  transferencias  de  la 
riqueza  de  unos  a  otros. 

En  ambos  casos,  a  través  de  impuestos  no  neutrales  o  a 
través  del  control  de  precios,  el  Estado  viola  el  derecho 
de  propiedad.  El  pago  de  impuestos  se  desnaturaliza;  el 
ciudadano,  en  lugar  de  pagar  por  el  servicio  de  la  defensa 
de  sus  derechos  fundamentales,  no  solamente  financia  su 
sistemática  violación,  sino  que  ve  cómo  su  propiedad  le  es 
arrebatada  para  ser  entregada  a  otros  que  no  tenían  ningún 
derecho  sobre  ella. 

El  efecto  destructivo  y  empobrecedor  de  las  distorsiones 
introducidas  por  las  interferencias  políticas  en  el  sistema 
de  precios  apenas  empieza  a  ser  reconocido  en  círculos 
académicos.  La  importancia  del  sistema  de  precios  libres 
como  un  medio  de  comunicación  eficaz,  y  por  lo  tanto, 
conducente  a  la  económica  asignación  de  los  recursos 
escasos,  todavía  no  es  reconocida  como  la  piedra  angular 
de  los  procesos  de  mercado.  En  este  campo  debe  recor- 
darse el  famoso  ensayo  de  Hayek  sobre  "EL  USO  DEL 
CONOCIMIENTO  EN  LA  SOCIEDAD"  que  plantea  el 
problema  de  la  información  y  necesidades  dispersas;"  y 
una  investigación  empírica  llevada  a  cabo  por  el  economis- 
ta Ramgopal  Agarwala,  del  Banco  Mundial,  en  donde  se 


9  Tocqueville.  Alexis  de  Discurso  ame  la  AumMei  Constituyente  de  Francia,  el  12  de  septiembre  de  1848.  citándose  debatían  los  criterios  sobre 
el  derecho  al  trabajo  "OEUVRES  COMPLETES  DE  ALEXIS  rjE TOCQUEVILLE",  Vol.  IX.  1866.  (Pág.  546).  Ver  también  "LA 
DEMOCRACIA  EN  AMERICA"  Cualquier  edición,  Pt  2,  Libro  2.  Cap.  1   La  primera  pane  se  publicó  originalmenle  en  1835,  y  la  segunda  en 
1840. 

10  Hayek,  Fncdrich  A:  'CAMINO  A  LA  SERVIDUMBRE".  Centro  de  Estudios  Económico-Sociales.  CEES;  Guatemala,  1987  Versión  en 
español  de  la  condensación  hecha  por  el  Rcadcr'  s  Digesl  de  la  obra  del  mismo  nombre,  en  194-4.  La  versión  original  de  "THE  ROADTO 
SERFDOM"  fue  publicada  en  londres.  en  1944. 

11  Hayek.  Fnednch  A  "THEUSEOFKNOWLEDGEINSOClETY\  American  Economic  Review.  Vol.  35,  Na  4;  Estados  Unidos  de  Amenca. 
1945. 


muestra  la  correlación  íntima  entre  precios  libres  y  tasas         LA  MISERIA...  La  cuarta  es  la  libertad  del  tenor.. .". 

decrecimiento." 


Ambos  tipos  de  violación  a  los  derechos  fundamentales 
— el  poder  redistributivo  arbitrario  del  sistema  tributario 
no  neutral,  y  las  interferencias  en  el  sistema  de  precios — 
contienen  una  semilla  subversiva,  aunque  las  violaciones 
no  sean  tan  fáciles  de  percibir  debido  a  que  se  ocultan  en 
los  poco  comprendidos  procesos  del  sistema  económico. 

El  nombre  que  se  ha  dado  a  los  programas  estatales  que 
reparten  la  propiedad  que  ha  sido  arrebatada  a  sus 
legítimos  dueños  es  el  de  DERECHOS  SOCIALES. 

Dos  cosas  más  era  necesario  llevar  a  cabo  para  que  el 
proceso  de  transformación  pudiera  completarse.  La 
primera  era  transformar  el  concepto  "libertad''.  La  segun- 
da era  destruir  el  concepto  "propiedad".  En  ambos  casos 
el  proceso  está  casi  completo  a  nivel  popular,  y  ha  per- 
meado  hasta  los  más  altos  niveles  de  los  círculos  pensantes 
y  dirige  riciales.  Hay  esperanza,  sin  embargo,  aunque  viene 
de  los  lugares  menos  esperados.  Es  en  los  países  que  han 
estado  más  tiempo  bajo  el  sistema  de  expoliación 
sistemática  del  socialismo  en  donde  se  están  re-des- 
cubriendo los  viejos  valores  olvidados. 

Una  forma  que  se  utilizó  para  transformar  la  libertad  fue 
precisamente  fragmentarla,  con  lo  que  unos  aspectos  de  la 
libertad  recibieron  más  atención  que  otros,  e  hizo  surgir 
grupos  de  presión  con  intereses  particulares  para  quienes 
"su"  libertad  específica  resulta  más  importante.  Por 
ejemplo,  los  sindicatos  defienden  la  "libre  asociación" 
pero  no  reconocen  de  igual  forma  la  "libre  contratación". 

La  segunda  forma  fue  el  cambio  de  sentido  de  la  libertad. 
De  la  ausencia  de  coacción,  la  libertad  se  convirtió  en 
"capacidad"  o  simplemente  en  "poder". 

Ningún  ejemplo  mejor  que  las  palabras  del  dictador  electo 
Franklin  D.  Roosevelt,  quien  en  medio  de  esfuerzos 
desesperados  por  ampliar  el  poder  de  su  administración 
sobre  la  vida  ciudadana,  se  dirigió  con  estas  palabras  al 
Congreso  de  los  Estados  Unidos,  el  6  de  enero  de  1941: 
"En  el  futuro,  tenemos  la  mirada  hacia  un  mundo 
fundado  en  cuatro  libertades  fundamentales.  La 
primera  es  la  libertad  de  palabra  y  de  expresión...  La 
segunda  es  la  libertad  de  toda  persona  de  creer  en  Dios 
a  su  manera...  LA  TERCERA  ES  LA  LIBERTAD  DE 


Si  este  mensaje  no  fue  claro,  en  el  mismo  foro,  tres  anos 
después,  el  11  de  enero  de  1944  Roosevelt  decía  en  su 
discurso  a  la  nación:  "Actualmente,  hemos  aceptado 
estas  verdades  económicas  como  claras  y  evidentes. 
Hemos  aceptado,  por  así  decirlo,  una  segunda 
Declaración  de  Derechos  bajo  las  que  se  puede  es- 
tablecer una  base  de  seguridad  y  prosperidad  para 
todos,  indistintamente  de  clase,  raza  o  religión.  Entre 
éstos  están:  El  derecho  a  un  empleo  útil  y  remunerado 
en  las  fábricas,  granjas  y  minas  de  la  nación.  El 
derecho  de  todo  granjero  a  sembrar  y  vender  sus 
productos  a  precios  que  le  den  una  vida  decente  a  él  y 
su  familia.  El  derecho  de  los  empresarios,  grandes  o 
pequeños,  a  comerciar  en  una  atmósfera  libre  de  com- 
petencia desleal  y  de  la  dominación  de  monopolios  del 
país  o  del  extranjero.  El  derecho  de  toda  familia  a  una 
vivienda  digna.  El  derecho  a  atención  médica  adecuada 
y  la  oportunidad  de  gozar  de  buena  salud.  El  derecho 
a  la  protección  contra  el  miedo  de  la  vejez,  la  enfer- 
medad, accidentes  y  desempleo.  El  derecho  a  una  buena 
educación'*.14 

¿Qué  se  necesita  hacer  para  que  las  personas  sean  "libres 
de  la  miseria"?  En  el  viejo  sentido,  el  de  la  libertad  única, 
lo  que  hay  que  hacer  es  dejar  prevalecer  la  libre  empresa, 
es  decir,  dejar  que  todos  puedan  emprender  actividades 
productivas  como  mejor  les  parezca;  dejar  que  todos 
puedan  trabajar  como  y  con  quien  les  plazca;  dejar  que 
cada  familia  escoja  cómo  educar  a  los  hijos  y  cómo  orien- 
tar el  ahorro;  dejar  que  cada  familia  escoja  dentro  de  sus 
posibilidades  cómo  orientar  el  gasto  a  salud,  vestido, 
vivienda,  etc.  Es  decir,  la  libertad  como  la  oportunidad 
para  que  cada  quien  se  esfuerce  hasta  donde  pueda  y 
quiera,  y  salga  de  la  miseria. 

En  el  nuevo  sentido,  la  libertad  sola  no  es  suficiente  ¿Qué 
sentido  tiene  para  el  pobre  tener  libertad  para  adquirir  una 
vivienda  — el  derecho  a  la  vivienda —  si  no  tiene  la 
capacidad  económica  para  pagarla?  En  el  sentido  en  que 
¡o  propone  Roosevelt,  la  libertad  de  miseria  se  transforma 
en  "poder  de  compra",  o  mejor  expresado,  poder  para 
consumir  en  el  mercado  sin  la  condición  natural  de  dar  algo 
a  cambio.  Si  la  ley  dice  que  las  personas  tienen  el  derecho 
a  un  nivel  de  subsistencia  adecuado  a  sus  necesidades,  la 
ley  debe  garantizar  esc  nivel  de  ingreso.  Si  la  persona  no 
tiene  esa  capacidad,  la  "sociedad"  debe  dársela.  Basta 


12  Agarwala,  RamgooaJ;  "PRICE  DISTORSIONS  ANDGROWTH1N  Df-VejOPlNG  COUNTRIF5".  BANCO  MUNDtAl .  WB  STAPP 
WORKING  PAPERS  NO.  575;  Washington.  1983 

13  Roosevelt,  Franklin  Oelano:  "MY  FRIENDS-TWENTY-HCiirr  lOSTORY  MAKING  SPIÍRCIII5".  Poner  &  Sirwart  PuNishing  Corp 
Bufr»lo,  New  York,   1945.  (Pag.  82). 

14  Roosevelt,  Fnnklin  Delana  "Mensaje  Presidencial  al  Congreso".  11  de  enero  de  1944.  Otado  por  A.  IWcomhe  en  "HUMAN  RJGHTS  IN  THE 
MOffiRN  WORlir,  New  York  Univeisity  Press,  New  York.  1948  (Pags.  6  y  7}  Traducción  del  autor. 
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recordar  que  "la  sociedad",  "la  nación",  y  "el  país"  actúan 
solamente  a  través  de  organizaciones  como  el  gobierno. 
De  allí  deviene  su  nombre;  son  "sociales"  porque  es  la 
sociedad  la  que  los  satisface,  no  la  reciprocidad  del  respeto 
al  derecho  individual. 

La  sociedad  moderna  actúa  primariamente  a  través  del 
medio  llamado  gobierno  antiguamente,  que  hoy,  con  su 
nuevo  nombre  de  "Estado  moderno"  cubre  todas  las 
nuevas  funciones  que  se  ha  venido  arrogando.  Lo  que 
Roosevelt  llamó  "derechos"  y  otros  "libertades"  solamente 
pueden  convertirse  en  realidad  con  la  intermediación  y 
refuerzo  del  aparato  estatal.  Todos  los  derechos  sociales 
han  resultado  en  la  expansión  de  las  funciones  del  Estado. 
Esto  es  un  total  contrasentido,  por  cuanto  toda  la  tradición 
de  Derechos  Humanos  perseguía  limitar  y  reducir  la  esfera 
de  acción  del  poder  público. 

En  tiempos  recientes,  los  de  habla  inglesa  han  sabido  hacer 
la  distinción  entre  los  "viejos"  derechos  y  los  "nuevos" 
derechos.  A  los  derechos  emanados  de  la  naturaleza  propia 
de  la  persona  se  les  llaman  "cights".  A  los  nuevos 
"derechos"  que  emanan  de  las  leyes  que  garantizan  una 
capacidad  para  hacer  algo,  un  poder  para  demandar  algo, 
o  el  resultado  de  una  acción  indistintamente  del  esfuerzo, 
les  llaman  "entiilcments".  Los  nuevos  derechos  nacen  en 
un  papel  — el  título —  y  no  son  inherentes  a  la  persona  por 
sí.  En  ese  sentido  son  concesiones  del  poder  político,  son 
privilegios,  aunque  esta  palabra  se  asocia  usualmente  a  los 
"ricos",  o  por  lo  menos  a  quienes  viven  del  poder  social 
que  se  ha  concentrado  en  el  gobierno. 

El  conflicto  descrito  se  resolvería  si  los  ciudadanos 
reconocieran  una  verdad  inmutable:  para  que  el  gobierno 
pueda  pagar  por  algo,  para  que  pueda  prestarle  ser- 
vicios a  la  gente,  para  que  pueda  garantizar  niveles  de 
salud,  de  vivienda,  de  ingreso,  de  educación,  para  que 
pueda  ofrecer  cualquier  cosa  gratis  a  cualquiera,  o  a 
bajos  precios,  debe  primero  quitarle  a  la  misma  gente 
los  recursos  que  consumirá.  El  problema  de  quienes 
están  temporalmente  en  el  gobierno  es  escoger  a  quienes 
quitar  y  a  quienes  dar.  De  esa  inmoral  selección  no  se 
puede  prescindir  aunque  se  quiera  dar  otra  idea. 

Frederic  Bastiat  llamó  a  este  proceso  "expoliación".  En  su 
tratado  sobre  La  Ley,  de  1850,  nos  dice:  "¿Cómo 
reconocerla?  Es  muy  sencillo.  Hay  que  examinar  si  la 
ley  quita  a  algunos  lo  que  les  pertenece,  para  dar  a  otros 
lo  que  no  les  pertenece.  Hay  que  examinar  si  la  ley 
realiza  en  provecho  de  algún  ciudadano  y  en  perjuicio 
de  los  demás  un  acto  que  aquel  ciudadano  no  podrá 


realizar  por  sí  sin  incurrir  en  delito". 

Los  derechos  sociales  nacieron  de  las  "conquistas  so- 
ciales" que  quedaron  plasmadas  en  los  documentos 
siguientes: 

a)  La  Constitución  Mexicana  de  1917,  cuya  innovación 
fue  la  introducción  de  "los  principios  del  derecho 
laboral  basado  en  la  función  tutelar  del  Estado  ante  la 
lucha  de  clases  inherentes  en  las  relaciones  capital- 
trabajo". 

b)  La  Declaración  de  Derechos  de  los  Pueblos  Laboriosos 
y  Explotados,  adoptada  por  el  Congreso  de  los  Soviets 
de  todas  las  Rusias,  en  1918,  que  implantó  por  primera 
vez  un  Estado  basado  en  los  principios  del  marxismo- 
leninismo. 

c)  La  Constitución  Española  de  1931  que  introdujo  las 
"garantías  sociales"  al  derecho  hispano,  y  de  allí  a  toda 
América  Latina. 

d)  La  Constitución  de  la  Unión  de  las  Repúblicas 
Socialistas  Soviéticas,  de  1936,  que  dio  la  legalización 
al  terror  sistemático  de  Stalin. 

A  estos  actos  públicos  de  los  Estados  de  vanguardia  de  su 
época  debe  sumarse  el  esfuerzo  de  muchos  intelectuales 
influidos  por  la  corriente  fabiana  en  la  cultura  de  habla 
inglesa,  y  del  positivismo-humanismo  francés  para  los 
latinos.  Entre  los  primeros  están  H.  G.  Wells  que  publicó 
en  1940  su  "Declaración  de  los  Derechos  del  Hombre",  y 
Georges  Gurvitch  y  la  "Declaración  de  los  Derechos  So- 
ciales" publicada  en  1944.  Entre  los  segundos  destaca  el 
controvertido  pero  influyente  Jacques  Mama  in,  quien  aun- 
que se  retractó  al  final  de  sus  tesis  "humanistas", 
contribuyó  a  forjar  la  corriente  del  "camino  intermedio"  y 
la  primera  generación  de  teólogos  de  la  liberación. 
Maritain  aportó  a  esta  corriente  "Los  Derechos  del 
Hombre  y  la  Ley  Natural".  En  Estados  Unidos,  sin  duda 
alguna,  la  figura  más  prominente  fue  John  Dewey,  para 
quien  "la  libertad  es  el  poder  más  efectivo  para  hacer 
cosas  determinadas..."  y  "...  la  demanda  de  libertad  es 
la  demanda  de  poder".  Dewey  escribió  estas  líneas  en  su 
ensayo  "Libertad  y  Control  Social",  en  1935. 

Al  mismo  tiempo  se  desarrollaba  ya  el  marco  de 
legislación  internacional  que  movió  los  Estados  hacia  la 
misma  dirección.  La  OIT  venía  apoyando  el  movimiento 
sindical  internacionalizando  los  derechos  de  huelga  desde 
1919;  en  1944  celebró  la  conferencia  internacional  que 


15       Batt.at.  Frcdenc  "LA  LEY"  Centro  de  Ettudioi  Económico-Soriale*.  CEFS;  Guatemala.  1982  (1965).  (Wj.  21).  El  onjinal  fue  publicado  en 
1850 


resultó  en  la  "Declaración  de  Filadelfia".  De  forma 
similar,  la  Sociedad  de  las  Naciones  había  proclamado  los 
"derechos  del  niño"  en  1924,  elevados  a  Declaración  en 
1959  por  la  O.N.U.,  organización  que  proclamó  la 
"Declaración  Universal  de  Derechos  Humanos",  en  1948. 

En  este  debate  le  corresponde  a  la  Argentina  el  aporte  de 
dos  piezas.  En  1948,  el  Presidente  Juan  Domingo  Perón 
envió  a  la  ONU  el  proyecto  de  resolución  que  contenta  la 
"Declaración  de  Derechos  de  la  Ancianidad",  adoptado  ese 
mismo  año  con  la  designación  de  "Declaración  de  los 
Derechos  de  la  Vejez".  El  otro,  de  mucho  más  impacto  en 
la  tradición  constitucional  en  toda  América  Latina  fue  la 
inclusión  de  "la  función  social  de  la  propiedad  y  de  las 
empresas",  además  de  los  derechos  sociales  en  boga,  en  la 
Reforma  de  la  Constitución  Nacional,  de  1949. 

¡Por  fin  se  logró  el  sueño  de  la  humanidad:  la  segundad 
del  ser  humano  desde  la  cuna  hasta  la  tumba!  ¡El 
paraíso  de  nuevo  en  la  tierra,  aquí  y  ahora!  Pero,  la 
praxis  es  otra.  El  socialismo  se  desmorona,  y  el  populismo 
folklórico  latinoamericano,  basado  en  la  demagogia  de  los 
derechos  sociales,  se  mantiene  en  perpetua  crisis  y  miseria. 

De  labios  del  gran  poeta  lírico  del  neoclásico  alemán, 
Friedrich  Hoelderlin:  "LO  QUE  HA  HECHO  SIEMPRE 
DEL  ESTADO  UN  INFIERNO  SOBRE  LA  TIERRA  ES 
PRECISAMENTE  QUE  EL  HOMBRE  HA  INTENTADO 
HACER  DE  EL  SU  PARAÍSO"."' 

Los  derechos  sociales,  que  son  la  sustancia  y  la  razón  de 
ser  de  la  nueva  concepción  de  los  Derechos  Humanos,  no 
son  ni  más  ni  menos  que  la  antítesis  de  los  Derechos 
Fundamentales.  Estos  conceptos  son  excluyentes,  incom- 
patibles entre  sí,  por  más  que  se  insista  en  que  los  derechos 
sociales  son  una  evolución  de  los  derechos  fundamentales, 
una  innovación,  o  un  avance  moderno. 

Cuando  en  Occidente  hablamos  de  Derechos  Humanos  nos 
estamos  refiriendo  siempre  con  mayor  énfasis  a  la  parte 
tradicional  de  los  derechos  fundamentales,  representados 
por  las  garantías  individuales,  los  derechos  civiles,  y  en 
general  todo  aquello  que  está  basado  en  el  respeto  de  la 
persona  humana  y  que  requiere  como  condición  de  or- 
denamiento social  ponerle  riendas  al  poder  del  Estado. 

Cuando  los  socialistas  hablan  de  Derechos  Humanos  lo 
hacen  desde  la  perspectiva  igualitaria  de  la  justicia  social, 
desde  la  plataforma  ideológica  que  requiere  de  la 
destrucción  de  la  propiedad  privada,  desde  la  perspectiva 


del  conflicto  de  la  lucha  de  clases,  y  de  un  sistema 
económico  redistributivo.  Para  poder  implantar  un 
régimen  en  el  que  los  derechos  sociales  sean  la  base  del 
orden  social,  es  necesario  anular  la  totalidad  de  los 
derechos  fundamentales.  Esa  es  la  conclusión  de  la  praxis. 

¿Por  qué  seguimos  viviendo  en  la  mentira?  Mientras  en 
Occidente  nos  empujamos  hacia  los  ideales  suicidas  de  ese 
camino,  los  socialistas  están  en  medio  de  un  conflicto 
ideológico  profundo  tratando  de  encontrar  la  manera  de 
salirse  de  las  trampas  demagógicas  que  tal  sistema  requirió 
para  montarse. 

Si  en  esos  países  — en  donde  los  derechos  sociales  son  la 
ley  fundamental —  se  está  teniendo  que  revisar  lo  ocurrido; 
si  de  esas  sociedades  es  de  donde  la  gente  se  sale  en  busca 
de  mejores  condiciones,  si  esos  países  están  mirando  hacia 
los  valores  fundamentales  de  Occidente  como  una  salida 
de  la  trampa  que  ellos  mismos  cavaron,  ¿por  qué  nosotros 
insistimos  en  alabar  la  justicia  social,  la  solidaridad  social, 
la  seguridad  social,  y  la  propiedad  en  función  social  cuan- 
do la  teoría  y  la  experiencia  apuntan  en  otra  dirección? 

El  socialismo  que  adoptó  los  derechos  sociales  como  fran- 
ca base  de  su  ordenamiento  se  está  derrumbando.  El  muro 
de  Berlín  ya  cayó.  ¿Cuánto  más  hemos  de  esperar  los 
ciudadanos  de  este  continente  para  derribar  los  muros  de 
la  demagogia  y  la  mentira  que  hemos  levantado  sobre 
nuestras  folklóricas  versiones  de  los  derechos  sociales?  En 
1981,  Jorge  Luis  Borges  señaló  con  total  acierto:  "El  más 
urgente  de  los  problemas  de  nuestra  época  es  la  gradual 
intromisión  del  Estado  en  los  actos  del  individuo".  Los 
derechos  sociales  han  sido  el  camino  de  esa  intromisión, 
de  la  que  ha  salido  fortalecido  el  aparato  estatal. 

En  la  actualidad,  para  lograr  un  verdadero  régimen  de 
respeto  a  los  derechos  humanos  debe  resolverse  primero 
este  conflicto  irreconciliable  que  hemos  creado  al  enfren- 
tar los  derechos  fundamentales  de  la  persona  con  la 
demagogia  y  falsa  moralidad  de  los  derechos  sociales.  Con 
el  fin  del  socialismo  en  el  Oriente,  debe  venir  el  final  de 
los  derechas  sociales  en  Occidente.  ¿Por  dónde  hemos  de 
empezar? 

Juan  F.  BcndfekJl  " 

NOTA:  El  presente  artículo  se  publica  con  ncrmiMi  de  su 
autor  y  en  nada  supone  la  concesión  de  una  licencia  o 
cesión  de  derecho  de  autor.  Es  el  texto  de  una  conferencia 
pronunciada  en  Buenos  Aires,  en  Nov.  de  1989. 


16  Hoelderlin,  Friedrich;  citado  por  llayek  al  encabezar  el  capitulo  2.  "I  a  Oran  Utopia",  de  "Camino  de  Servidumbre".  Universidad  Autónoma  de 
Centro  América;  San  Jose\  Costa  Rica,  1986.  (Pag.  51). 

17  Profesor  de  Economía  y  Etica  en  la  Facultad  de  Derecho  de  la  Universidad  Francisco  Mamiquin.  y  Director  Fjccuovo  del  Centro  de  Estudios 
Económicos-Sociales,  CEES,  de  Guatemala. 
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ECONOMÍA 


EMPRESA  PRIVADA,  EMPRESA  PUBLICA  O 
LIBRE  EMPRESA. 


Se  ha  dicho  con  reiterada  frecuencia  que  la  empresa  privada 
es  sinónimo  de  libre  empresa.  Y  cuando  se  ha  tratado  de 
npostar  a  los  ataques  provenientes  de  la  izquierda  y  de  los 
adversarios  de  la  iniciativa  privada,  los  empresarios  privados, 
sin  más,  reclaman  el  respeto  y  la  vigencia  de  la  libre  empresa 
para  proteger  sus  particulares  intereses. 

Sin  embargo,  algunos  de  esos  mismosempresarios  son  reacios 
al  juego  de  la  libre  competencia,  renuentes  a  permitir  que  otros 
empresarios  locales  o  extranjeros,  enerven  la  estabilidad  y 
control  de  sus  mercados  cautivos  no  permitiendo  que  los 
monopolios,  duopolios,  y  oligopolios  privados  propios  o  en 
asocio  con  "empresas  estatales",  o  conformando  las 
denominadas  "empresas  mixtas",  sean  vulnerados  en  su  ac- 
cionar empresarial. 

Un  poco  de  historia: 

Gran  parte  de  la  empresa  privada  ecuatoriana  y  de 
Latinoamérica,  en  los  últimos  30  años,  fue  forzada  a  crecer  a 
la  sombra  paternal  del  Estado  lo  que,  al  tenor  de  las  teorías  del 
capitalismo  centro  perisferia  impulsadas  por  lecnócraias  y 
políticos  ncomarx isias,  incrustado  en  la  CEPAL,  robusteció  el 
poder  de  los  gobiernos  y  de  las  burocracias  en  la  vida 
económica  interna  de  nuestros  países. 

Paracllocl  Estado  cerró  fronteras  e  impuso  trabas  arancelarias 
y  pararancelarías,  estableciendo  onerosos  tributos  progresivos 
y  proporcionales  a  la  renta  de  los  consumidores,  esgrimiendo 
la  teoría  del  deterioro  de  los  términos  de  intercambio  lo  que, 
en  criterio  de  sus  impulsadores,  convierte  a  nuestros  países, 
por  ser  suhdcsarrollados,  en  eternos  exportadores  de  materias 
primas  y  productos  primarios  baratos  y  obligados  com- 
pradores de  productos  industrializados  caros. 

Esta  postura  fue  robustecida  con  la  teoría  marxisia-lcninista 
de  la  explotación  y  del  imperialismo,  soporte  ideológico  de  los 
ccpalmos  que  nos  impusieron  el  cstructuralismo  y  el  modelo 
de  sustitución  de  importaciones,  para  crear  en  lo  interno  una 
industria  altamente  protegida,  dependiente  de  los  subsidios 
gubernamentales,  creando  y  aplicando  leyes  de  fomentoa  todo 
lo  que  se  les  pudiera  ocurrir  a  los  teenócratas  "iluminados" 
que  creían  que  "planificando  el  desarrollo"  desde  sus 
escritorios  y  bajo  su  óptica  de  revancha  social,  podrían  vencer 
al  capitalismo  extranjero  y  lograr  el  "desarrollo  equilibrado  y 
armónico",  eufemismo  que  sirvió  para  que  países  como 
Ecuador  y  Bolivia  nos  sintiéramos  orgullosos  y  envalen- 
tonados de  ser  considerados  como  de  "menor  desarrollo 
económico  relativo". 

Sistema  de  empresa  privada: 

No  cabe  duda  que  aquellas  políticas  permitieron  el  es- 
tablecimiento de  un  sistema  que  se  ha  dado  en  llamar  de  la 
"empresa  privada",  pero  también  aparecieron  en  América 


Latina  esos  paquidermos  antediluvianos  denominados 
"empresas  estatales"  que,  al  igual  que  muchas  de  las  otras 
conocidas  como  de  "economía  mixta"  son  en  los  actuales 
momentos,  por  su  incficicncia,  corrupción  y  alto  costo  social, 
objeto  de  crítica,  liquidación  o  privatización  en  todocl  mundo. 

Los  resultados  de  aquellas  políticas  "macro"  están  a  la  vista. 
La  rigidez  administrativa,  decenas  de  requisitos,  cientos  de 
informes  técnicos,  estudios  de  prefactibilidad,  de  factibilidad, 
de  evaluación,  así  como  las  reuniones  de  los  "Comités"  otor- 
gantes de  beneficios,  privilegios,  clasificaciones,  categorías, 
permisos,  generaron  toda  una  gama  enmarañada  de 
regulaciones,  decretos,  leyes  cuyo  conocimiento,  manejo  y 
positivo  logro,  era  solo  posible  por  un  ejército  de 
"profesionales",  la  mayoría  de  los  cuales  dejaban  su  posición 
de  teenócratas  o  burócratas  experimentados,  para  asumir  la 
etiqueta  de  asesores  y  consultores  empresariales,  ejerciendo 
en  realidad  la  función  de  simples  tramitadores  de  privilegios 
y  beneficios,  muchos  de  los  cuales  han  representado  millones 
y  millones,  tanto  para  el  o  los  burócratas  otorgantes  de  los 
cupos,  clasificaciones  y  exoneraciones  tributarias,  como  para 
los  empresarios  y  sus  diligentes  "asesores".  Cabe  comentar,  al 
paso,  que  muchos  de  esos  "asesores"  y  no  pocos  burócratas  se 
convirtieron  también  en  "empresarios  privados". 

Es  lamentable  reconocer  que,  al  interior  de  ese  sistema 
llamado  de  "empresa  privada",  y  como  consecuencia  del 
intervencionismo  gubernamental,  el  desarrollo  industrial, 
ganadero,  agrícola  y  comercial  de  nuestros  países  ha  sido 
lento,  ineficiente,  incapaz  de  competir,  ajeno  a  la  tecnología 
de  punta,  oneroso  en  los  precios,  deficiente  o  de  irregular 
calidad  en  sus  productos  y  con,  valientes  excepciones, 
timoratos  en  la  defensa  de  su  sistema  y  gcnuflcxos  en  el 
mantenimiento  de  sus  privilegios. 

Todo  ello  debido,  no  cabe  duda,  a  que  los  empresarios 
"privados"  han  dirigido  sus  energías  productivas  a  obtener  los 
favores  del  Estado  en  desmedro  de)  costo  y  la  eficiencia.  Sus 
esfuerzos  se  encaminaron  a  obtener  el  favor  de  los  fun- 
cionarios públicos  en  lugar  de  tratar  de  ser  competitivos  para 
ganarse  el  favor  de  los  consumidores. 

Bajo  este  esquema  el  empresario,  al  no  poder  sobrevivir, 
desesperado  por  los  engorrosos  y  leoninos  trámites,  sometido 
muchas  veces  al  chantaje,  la  extorsión  y  la  coima  de  los 
funcionarios  corruptos;  engolosinados  de  poder  y  ahitos  de 
dinero  fácil,  escogía  el  camino  libre  y  subrepticio  de  la  infor- 
malidad. 

De  allí  que,  al  margen  de  la  ley  rígida,  flscalista  y  burocrática, 
la  actividad  comercial  más  dinámica  se  refleje  en  las  con- 
curridas "habías",  la  industria  más  productiva,  competitiva  y 
barata,  se  autodenominc  micro.  cascraoartcsanal;y  la  agricul- 
tura quede  virtualmcntc  abandonada,  por  haberse  trasladado 
sus  protagonistas  naturales  a  formar  los  denominados  barrios 
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miseria  en  las  principales  ciudades  del  país. 

En  ese  entorno,  la  empresa  privada  no  ha  querido  o  no  ha 
tenido  tiempo  para  dar  un  soporte  intelectual  e  ideológico  a  su 
actividad.  La  actividad  privada  ha  sido  presa  fácil  de  los 
políticos  y  demagogos.  Al  decir  de  un  empresario  español,  el 
empresario  privado  se  haya  permanentemente  sentado  en  el 
banquillo  de  los  acusados,  esperando  ser  juzgado  y  ejecutado 
por  sus  adversarías  ideológicos  y  económicos. 

O,  como  decía  Lenin,  trabajando  frenéticamente  en  la 
fabricación  de  la  soga  o  de  la  guillotina,  que  luego  se  la 
venderá  a  sus  verdugos  para  que  lo  ejecuten. 

La  "empresa  privada"  no  se  ha  dado  cuenta  tampoco  que  su 
propia  denominación,  conceptual  y  gramaticalmente  hablan- 
do, es  un  pleonasmo,  puesto  que  el  calificativo  de  "privada" 
está  de  más. 

Empresa,  viene  de  emprender;  y  emprender  implica  necesaria- 
mente la  iniciativa  individual  y  el  riesgo  subsecuente,  estoes, 
la  contingencia  incierta  de  ganancia  o  pérdida  bajo  las  duras 
leyes  de  la  competencia. 

Por  ello,  al  referimos  a  la  única  actividad  generadora  de 
riqueza  y  bienestar  debemos  hablar  sólo  de  empresa,  más  no 
de  empresa  privada,  pues  esto  ocasiona  la  confusión  que  ha 
permitido  que,  en  el  marco  del  Estado  intervencionista,  de 
inspiración  marxisia,  que  tiende  a  eliminar  al  empresario 
"privado",  se  haya  dado  pábulo  a  las  EMPRESAS  ESTA- 
TALES, a  las  EMPRESAS  MIXTAS  y  a  todo  ese  enorme 
conjunto  de  entes  burocráticos  que  los  tecnócratas  y  políticos 
de  izquierda  denominan  EMPRESAS  PUBLICAS. 

La  empresa  pública 

El  término  EMPRESA  no  cabe  aplicarse  a  esos  entes 
manejados  por  el  Estado,  puesto  que  lo  que  los  caracteriza  son 
los  monopolios,  los  subsidios,  la  ineficiencia  y  la 
burocratización  y  de  ninguna  manera  la  competencia  o  el 
riesgo  del  mercado. 

Lasdenominadas  EMPRESAS  PUBLICAS,  ESTATALES,  O 
DE  ECONOMÍA  MIXTA,  no  son  de  propiedad  del  pueblo 
sino  de  los  que  usufructúan  de  sus  beneficios,  sueldos,  poder 
e  influencias.  No  han  cumplido  con  la  función  social,  ar- 
gumento por  el  cual  fueron  creadas,  ni  han  antepuesto  el 
bienestar  general  al  beneficio  de  "unos  pocos",  sino  que,  al 
contrario,  se  han  dedicado  a  beneficiar  a  los  políticos  o 
burócratas  enquistados  en  ellas. 

No  se  han  dedicado  ni  han  podido  PRODUCIR,  según  las 
necesidades  de  la  sociedad,  sino  según  los  criterios  subjetivos 
e  intereses  particulares  de  sus  dirigentes.  Como  fuentes  de 
trabajo,  han  creado  círculos  de  poder  administrativo,  ver- 


daderas oligarquías  usufructuarias  del  esfuerzo  ciudadano, 
que  se  reparten  los  beneficios  pero  mantienen  en  condiciones 
precarias  a  sus  propios  trabajadores  quienes,  para  recuperarse 
del  deterioro  de  sus  salarios,  hacen  del  sindicalismo  y  las 
huelgas,  instrumentos  de  presión,  afectando  al  usuario  y  a  la 
sociedad  toda. 

Las  inversiones  por  ellas  realizadas,  generalmente  son  motivo 
de  escándalo  por  latrocinios,  malos  manejos,  desfalcos  y 
pérdidas  irrecuperables  de  los  fondos  a  ellas  entregados.  No 
han  podido  evitar  la  escasez,  la  carestía,  la  especulación 
generalmente  por  ellas  mismos  estimulados,  ni  han  activado 
el  proceso  económico  del  país,  peor  logrado  aumentar  las 
inversiones  productivas. 

Los  planes  de  producción  de  tales  empresas  públicas  han  sido 
incongruentes  con  las  denominadas  "metas  nacionales" 
imaginadas  por  sus  inspiradores. 

Han  demostrado,  en  sus  decisiones,  criterio  político  más  no 
criterio  económico,  toda  vez  que  sus  dirigentes,  acceden  a  los 
cargos  por  influencias  políticas  y  recomendaciones,  más  no 
por  su  capacidad  y  eficacia. 

Como  tienen  una  fuente  segura  de  abastecimiento  de  fondos, 
esto  es,  el  Presupuesto  del  Estado,  no  se  preocupan  de  trabajar 
con  eficiencia,  ni  de  las  pérdidas,  puesto  que  nunca  irán  a  la 
quiebra. 

La  plana  mayor  de  tales  empresas  públicas  y  muchos 
"pipones"  ganan  altos  sueldos  trabajando  poco  o  nada. 

Concentran,  muchas  de  ellas,  gran  poder  político  y  económico 
en  manos  del  grupo  dominante,  rompiendo  el  equilibrio  entre 
gobernantes  y  gobernados. 

Convienen  al  Gobierno  en  juez  y  parte  respecto  a  conflictas 
laborales,  jurídicas  y  sociales  que  surgen  en  y  con  ellas, 
llegando,  en  múltiples  casos,  a  interferir  en  las  otras  funciones 
de  I  Estado  para  imponer  arbitrarias  y  cuestionadas  soluciones. 

La  concentración  de  poder  en  las  denominadas  empresas 
públicas,  estatales  o  mixtas,  generalmente  termina  en  dic- 
tadura, puesto  que  será  siempre  el  Gobierno  quien  decida 
sobre  la  vida  económica  y  política  de  los  ciudadanos. 

No  está  demás  recordar  que  la  mayaría  de  estas  "empresas" 
públicas  han  sido  creadas  en  regímenes  dictatoriales,  en  los 
que  los  mentores,  asesores  c  influyentes  gestores  han  rifa 
polít icos  vinculados  con  la  autodenominado  i/quicrdaoccntro 
izquierda  ecuatoriana. 

La  acerva  y  falaz  crítica  que  los  socialistas,  neo  kcyncsianos 
y  cstatistas  hacen  contra  la  actividad  empresarial  (privada)  de 
que  busca  el  lucro  de  unos  cuantos  sin  importarle  los  intereses 
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de  la  colectividad,  reviene  contra  la  empresa  estatal  o  mixta, 
puesto  que  éstas  se  han  convenido  en  la  fuente  más  efectiva 
de  la  voracidad  presupuestaria  de  sus  beneficiarios  y  un  ver- 
dadero lastre  para  toda  la  sociedad.  Lasempresas de  economía 
mixta  absorben  los  recursos  escasos  para  dilapidarlos  y  no  dan 
servicio  eficiente  ni  resuelven  las  demandas  sociales. 

Tampoco  es  valedero  el  argumento  estatista  contra  la  empresa 
privada  de  que  no  produce  los  artículos  más  necesarios  para 
el  país  sino  aquellas  que  le  dan  un  mayor  margen  de  ganancia 
y  que  por  ello  se  justificaría  la  empresa  estatal  o  mixta  ya  que 
ésta,  precisamente,  se  ha  convenido  en  un  monumento  a  la 
escasez,  la  carestía  y  la  especulación. 

Asimismo,  todas  aquellas  falacias  de  que  la  empresa  privada 
no  cumple  su  función  social,  que  no  retribuye  justicieramente 
a  sus  trabajadores  y  que  entre  capitalistas  y  empresarios  se 
llevan  la  mejor  pane,  caen  por  su  propio  peso  puesto  que  esos 
defectos  caracterizan  a  las  denominadas  empresas  públicas  y 
son,  en  cambio,  las  empresas  privadas  las  que  si  cumplen  a 
cahalidad  su  función  social,  creando  fuentes  de  trabajo, 
capacitando  mano  de  obra,  transfiriendo  tecnología,  poniendo 
oportunamente  en  manos  del  consumidor  los  bienes 
necesarios;  remunerando  bien  a  sus  trabajadores  y  generando 
utilidad  o  lucro,  con  lo  cual  pagan  impuestos  y  hasta  hacen 
obras  de  beneficencia. 

Con  pose  scudoacadémica,  grave  y  grandilocuente  los  inter- 
vencionistas y  estatistas  han  esgrimido  la  teoría  de  "lo 
estratégico"  para  justificar  el  intervencionismo  del  gobierno 
en  la  vida  económica.  Lo  "estratégico"  es  un  mito;  se  sustenta 
siempre  en  el  monopolio  y  adquiere  forma  bajo  el  disfraz  de 
las  empresas  mixtas,  estatales  o  corporaciones  de  utilidad 
social  o  pública. 

Así  pues,  las  telecomunicaciones,  la  seguridad  social,  el 
petróleo,  la  construcción  de  las  obras  de  infraestructura,  la 
generación  y  venta  de  la  energía  eléctrica,  entre  otros  servicios 
básicos,  necesarias  y  elementales  para  sobrevivir,  individual 
y  colectivamente,  como  la  producción,  distribución  y  venta  de 
agua  potable,  el  transpone  aéreo  y  sus  variantes,  están,  por 
estratégicos,  en  manos  del  Estado,  esto  es,  de  los 
EMPRESAURIOS  de  la  burocracia  y  el  poder  político. 

O,  dicho  de  otra  manera,  los  dueños,  propietarios, 
beneficiarios,  usufructuarios  de  los  llamados  sectores 
estratégicos  no  son  los  ciudadanos,  no  lo  es  el  pueblo,  lo  son 
los  funcionarios,  los  políticos  de  tumo,  sus  agnados  y  cog- 
nados. 

En  resumen,  debemos  rechazar  categóricamente  el  atribuir  el 
término  y  concepto  EMPRESA  a  los  entes  de  formación 
política  seudo  social,  ya  que  ellas  se  caracterizan  por  los 
monopolios  y  su  incapacidad  para  generar  beneficios  para  la 
sociedad,  no  obstante  la  protección  del  Estado  y  la  ausencia 


de  riesgo  en  todas  sus  actuaciones. 

Sistema  de  libre  empresa 

En  cambio,  es  necesario  reiterar  que  al  referirnos  a  la  actividad 
privada,  usemos  solamente  la  denominación  de  EMPRESA, 
que  le  es  propia,  toda  vez  que  el  llamado  SISTEMA  DE 
EMPRESA  PRIVADA,  no  refleja  las  virtualidades  del  SIS- 
TEMA DE  LIBRE  EMPRESA  que  es  en  realidad  el  que  ha 
producido  el  asombroso  desarrollo  científico  y  tecnológico  de 
los  últimos  doscientos  años. 


El  sistema  de  EMPRESA  PRIVADA  que,  como  tal,  actual- 
mente rige  en  ECUADOR,  no  es  otra  cosa  que  la  vigencia  de 
un  MERCANTILISMO  DEL  SIGLO  XVIII  coludido  con  el 
SOCIALISMO  DELSIGLO  IX  y  maquillado  por  el  interven- 
cionismo paternalista  keynesiano  del  siglo  XX  que  se  alimenta 
de  una  tributación  confiscatoria,  aranceles  proteccionistas 
favorables  a  empresas  públicas,  privadas  y  mixtas  ine  Ocíenles. 
con  aberrantes  controles  de  precias,  de  salarios,  de  tasas  de 
interés  y  de  rentas  que  convierten  a  nuestro  país  en  compañía 
anónima  gerenciada  por  políticos  y  funcionarios,  que  bajo  ese 
esquema  hacen  "negocios"  en  nombre  de  todos  los 
ecuatorianos. 

Hay  pues  grandes  diferencias  entre  EMPRESA  PRIVADA  Y 
LIBRE  EMPRESA.  Dentro  del  marco  del  sistema  de 
EMPRESA  PRIVADA,  existen  también  EMPRESAURIOS 
privados  que,  al  igual  que  los  empresaurios  públicos,  se 
aprovechan  de  los  gremios  para  defender  sus  particulares 
intereses,  conseguir  prebendas  del  Estado  y  evitar  la  com- 
petencia. Protestan  contra  la  intromisión  de  otros  empresarios 
en  sus  mercados.  Aceptan  y  luchan  por  los  precios  de 
sustentación,  reclaman  los  precios  mínimas,  a  regañadientes 
aceptan  los  precios  máximos,  regatean  sus  costos  con  el 
Estado  y  siempre  trasladan  las  diferencias  al  consumidor. 

Por  supuesto  que  mucho  de  ellos  generan  empleo,  tributan, 
transfieren  tecnología  y  ocupan  un  importante  lugar  en  la 
sociedad  pero,  apoderados  del  mercado,  al  igual  que  los  del 
llamado  SECTOR  PUBLICO,  no  admiten  la  competencia  y 
son  encarnizados  adversarías  de  otros  empresarios  que  sin  el 
soparte  o  las  influencias  de  políticos  o  burócratas,  afines  estos 
a  los  empresaurios,  se  colapsan  y  desaparecen  del  mercado. 

Los  monopolios,  públicos,  privados  o  mixtas  controlan  e 
impiden  el  incremento  de  la  oferta,  estimulan  la  carestía  la 
escasez  y  la  especulación  y  perjudican  al  consumidor  que,  en 
definitiva,  lo  somos  todos. 

La  LIBRE  EMPRESA,  al  contrario,  es  el  sistema  económico 
de  mayor  beneficio  social,  que  refleja  y  se  fundamenta  en  la 
iniciativa  voluntaria  y  no  coactiva  de  la  acción  humana.  Es 
todo  un  proceso  conmutativo,  libre,  voluntario  y  pacífico  en 
el  que  participan  por  igual  los  que  ofertan  y  quienes  demandan. 
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La  LIBRE  EMPRESA  desarrolla  y  dinamiza  el  mercado, 
estimula  la  creatividad  de  los  seres  humanos,  rompe  las 
ataduras  intelectuales  y  despierta  la  inventiva,  la  innovación, 
ante  la  espectativa  cierta  de  grandes  logros  y  beneficios  in- 
mediatos. 

La  LIBRE  EMPRESA  promueve  la  abundancia,  la  riqueza  y 
el  bienestar.  Desarrolla  en  las  personas  cualidades  de  lideraz- 
go,  agilidad,  capacidad  y  eficiencia.  Es  un  sistema  económico 
que,  para  su  vigencia,  lo  único  que  requiere  es  la  permanencia 
del  derecho,  la  no  participación  del  gobierno  en  la  relación 
económica  y  la  recta  administración  de  la  justicia. 

Es  un  sistema  social  bueno,  conveniente  y  justo.  Pero,  fun- 
damentalmente, es  un  sistema  social  eficiente.  Así  lo  admitió 
Carlos  Marx  que  hizo  loas,  en  el  Manifiesto  Comunista,  de  las 
virtualidades  del  sistema. 

Para  Jean  Francois  Revel,  un  sistema  económico  eficaz  no  es 
un  sistema  que  funciona  acertadamente  en  un  100  por  ciento, 
sino  aquel  que  considerado  en  su  conjunto  y  durante  un 
prolongado  lapso,  arroja  un  saldo  positivo,  con  más  triunfos 
que  fracasos  y  menos  inconvenientes  que  ventajas. 

La  libre  empresa  se  sustenta  y  da  vida  a  la  propiedad  privada, 
a  través  de  la  división  del  trabajo,  bajo  las  virtualidades  del 
mercado.  La  competencia  destruye  al  monopolio  y  desarrolla 
la  función  empresarial. 

El  lucro  o  utilidades,  el  remanente  luego  de  haberse  pagado 
todas  las  facturas,  o  la  diferencia  del  cambio  que  beneficia  al 
que  compra  y  al  que  vende,  permite  no  solo  pagar  impuestos 
y  hacer  obras  de  beneficencia,  sino  crear  más  plazas  de  trabajo, 
reinvertir  y  ampliar  los  instrumentos  de  trabajo. 

En  el  marco  de  la  libre  empresa,  la  vida  humana,  la  libertad, 
la  paz,  la  cooperación  social  y  el  bienestar  adquieren  el  nivel 
de  valores  supremos.  Nada  es  dejado  al  azar.  La  conducta 
humana,  en  el  mercado,  se  refleja  en  miles  y  millones  de 
decisiones  voluntarias,  expresión  cabal  del  libre  albedrto  y  la 
más  fidedigna  expresión  democrática. 

El  respeto  a  la  libertad  individual,  a  la  dignidad  humana,  la 
cooperación  social,  la  igualdad  de  oportunidades,  más  no  la 
igualdad  de  resultados,  son  postulados  éticos  de  la  libre 
empresa. 

Los  derechos  a  la  vida,  a  la  integridad  corporal  y  sicológica, 
la  libertad  de  asociación,  de  expresión,  de  contratación,  de 
movilización,  asf  como  la  plena  libertad  de  crear,  emprender, 
trabajar,  de  intercambiar,  usar,  disponer  de  sus  bienes  propios, 
lícitamente  adquiridos,  en  el  entorno  de  una  sociedad  jurídica 
(Estado  de  Derecho)  son  los  fundamentos  de  la  LIBRE 
EMPRESA. 


En  el  marco  de  la  libre  empresa  el  interés  general  es  prioritario 
sobre  el  interés  particular,  pero  jamás  sobre  el  derecho  in- 
dividual. Los  derechos  individuales  son  propios,  inalienables 
del  ser  humano,  no  heredados  ni  concedidos  por  el  Estado, 
precisamente  estructurado  para  reconocerlos  y  protegerlos  e 
impedir,  con  su  poder  jurisdiccional  y  coactivo,  la  vigencia  de 
la  ley  de  la  selva. 

El  gobierno  y  el  Estado,  en  la  plenitud  de  vigencia  de  la  Libre 
Empresa,  crean  y  matienen  el  esquema  que  permite  el  normal 
y  libre  funcionamiento  de  la  economía  bajo  las  leyes  de  la 
competencia,  sin  favoritismos  para  persona  alguna  ni 
protección  a  grupo  de  índole  alguna. 

La  intromisión  del  Estado,  en  actividades  extrañas  a  sus  fines 
que  le  son  propios,  ha  afectado  y  obstaculizado  el  progreso, 
impedido  la  creación  de  riqueza,  desencadenado  la  pobreza, 
afianzado  la  miseria,  atropellado  e  infringido  la  libertad  in- 
dividual y  vulnerado  los  derechos  del  hombre. 

La  libre  empresa  funciona  en  el  contexto  del  Estado  de 
Derecho,  cuyo  gobierno  no  es  el  poder  en  la  sociedad  sino  el 
mandatario  de  la  soberana  voluntad  de  los  ciudadanos.  Los 
fines  del  Estado  son  pues,  garantizar  la  vida,  la  libertad  y  la 
propiedad  de  todos  los  individuos.  Por  ello  la  intervención 
estatal  en  la  economía,  aun  con  el  pretexto  de  regular  e  impedir 
las  controversias  sociales,  generar  empleo,  hacer  obra  pública, 
de  beneficencia  o  mejora  social  o  vulnerar  la  riqueza  y  el 
trabajo  de  cada  individuo,  constituyen  aberraciones  causantes 
de  nuestro  subdcsarrollo. 

Finalmente,  cabe  hacer  algunas  reflexiones.  Es  evidente  que 
si  queremos  lograr  el  desarrollo  y  creemos  en  la  libertad  como 
expresión  de  nuestra  personalidad,  el  sistema  idóneo  a  regir 
en  nuestra  sociedad  es  el  que  hemos  descrito  como  positivo, 
esto  es,  la  libre  empresa,  más  no  el  denominado  de  Empresa 
Privada. 

En  el  entorno  de  la  libre  empresa,  y  en  virtud  de  la  división  del 
trahajo,  todos  somos  empresarios  puesto  que  emprendemos, 
concurrimos  y  somos  parte  del  mercado,  sea  como  oferentes 
o  demandantes,  buscando  lo  mejor  y  más  barato  que  nos 
satisfaga.  En  cambio,  bajocl  esquema  del  sistema  denominado 
de  "empresa  privada"  sólo  son  empresarios  aquello»  que 
gozan  del  favor  estatal.  Es  tan  evidente  esto  que  quienes  no 
logran  los  privilegios  y  el  favor  de  la  burocracia,  sin  por  ello 
dejar  de  ser  empresarios  (privados)  son  considerados  ilegales 
y  los  lecnócralas  califican  su  actividad  peyorativamente  como 
"economía  subterránea",  evasores  tributarios  e  informales. 

La  libre  empresa  es  pues  un  sistema  racional,  voluntario,  libre, 
que  permite  y  robustece  la  vigencia  plena  de  la  economía  de 
mercado,  causante  directa  del  más  espectacular  desarrollo 
científico  y  tecnológico  en  toda  la  historia  de  la  humanidad. 
Los  patees  denominados  "industrializados",  con  un  alto  nivel 
de  vida  son  aquellos  que  implantaron  la  democracia  política. 
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el  Estado  de  Derecho,  la  economía  social  de  mercado  y  la  libre 
empresa. 

El  sistema  de  libre  empresa  permite  que  cualquier  ser  humano 
acceda  a  la  riqueza,  mejore  su  nivel  de  vida  y  se  realice  a 
plenitud.  Tiene  igualdad  de  oportunidades,  más  no  igualdad 
de  resultados.  El  triunfo  es  una  consecuencia  del  esfuerzo,  más 
no  de  la  concesión  o  dádiva  del  gobernante. 

Asi  pues,  la  economía  social  de  mercado  deviene  en  el 
mecanismo  idóneo  para  desatar  las  energías  creadoras  de 
todos  los  individuos  e  impulsarlos  hacía  una  más  rápida 
solución  de  sus  angustias  y  necesidades. 

Por  ello  es  importante  analizar  y  destacar  qué  es  y  cómo  opera 
este  sistema,  tanto  más  que  si  bien  nuestra  Constitución 
Política  lo  menciona  en  forma  muy  ligera,  establece  en  cambio 
los  llamados  cuatro  sectores  básicos  de  la  economía  que 
robustecen  el  intervencionismo  gubernamental,  el  paternalis- 
mo,  los  controles  políticos  y  burocráticos  y  elevan  a  la 
categoría  de  principios  de  derecho  constitucional  y  norma 
sagrada  los  monopolios  y  privilegios  de  las  empresas  mixtas, 
estatales  y  paraestatales. 

La  economía  social  de  mercado  es  un  sistema  social  de 
división  del  trabajo  en  el  cual  el  hombre  es  el  principio  y  fin 
de  la  sociedad,  pues  es  al  mismo  tiempo  actor,  protagonista  y 
razón  de  ser  del  desarrollo  económico,  social  y  político  de  la 
humanidad. 

Los  derechos  fundamentales  de  la  persona  a  la  vida,  la 
propiedad  y  la  libertad  son  postulados  inalienables.  El  hombre 
como  tal,  merece  respeto  como  individuo  responsable  y  libre 
de  sus  actos.  Así  pues,  el  respeto  recíproco  es  el  sustento  del 
sistema  de  mercado,  cuyo  eje  principal  es  el  bien  común.  El 
bien  común  que  además  de  ser  el  ideal  de  la  sociedad  en  su 
conjunto  constituye  un  objetivo  primordial  del  Estado,  pero 
no  un  BIEN  DEL  ESTADO,  ni  de  las  mayorías  como  tampoco 
de  las  minorías. 

Se  conoce  como  el  bien  común  a  ese  conjunto  de  condiciones 
sociales  que  permiten  que  todos  y  cada  uno  de  los  individuos 
en  la  sociedad  puedan  conseguir  su  plena  realización,  es  decir, 
la  satisfacción  de  sus  necesidades  ilimitadas  en  su  número 
pero  limitadas  en  su  capacidad.  Estocs,  el  bien  individual  mío 
limitado  por  el  bien  individua)  de  los  demás  y  el  de  estos 
limitado  por  el  mío. 

La  búsqueda  del  bien  común  es  un  desafío  permanente  del 
Estado  de  Derecho  pues  jamás  se  lograra  alcanzar  a  plenitud. 
El  Estado  de  Derecho,  como  esquema  dinamizador  de  la 
economía  de  mercado,  protege  a  la  libertad  de  lodos  y  cada 
uno  de  los  individuos  en  la  sociedad.  La  libertad  es  la  ausencia 
del  uso  e  inexistencia  de  la  amenaza  del  uso  de  la  fuerza  en  las 
transacciones  voluntarias,  conmutativas  y  consensúales  entre 


los  hombres. 

La  libertad  implica  la  responsabilidad,  es  decir  que  su  ejer- 
cicio, uso  y  goce,  como  máxima  realización  del  ser  humano, 
está  supeditado  a  que  tenemos  que  responder  de  nuestros  actos 
y  por  sus  consecuencias.  El  ejercicio  responsable  de  la  libertad 
está  limitado  por  las  normas  ¿ticas  y  morales  que  prohiben 
desear  o  hacer  a  otros  lo  que  no  se  quiere  o  no  se  desea  para 
sí  mismo. 

En  este  contexto  el  Estado  como  primera  prioridad  debe 
respeto  al  individuo,  en  función  de  que  los  derechos  de  la 
persona  son  preexistentes  al  Estado.  Por  ello,  el  Estado  debe 
estar  al  servicio  del  hombre  y  no  el  hombre  al  servicio  del 
Estado.  Uno  de  los  fundamentales  derechos  del  hombre,  desde 
los  más  remotos  tiempos  de  la  humanidad,  es  la  propiedad 
privada.  Sólo  ella,  su  vigencia  y  el  respeto  debido  a  ella  hacen 
posible  un  orden  social  justo. 

En  ese  contexto,  el  Estado  no  es  el  agente  del  progreso 
colectivo  ni  peor,  el  promotor  del  desarrollo.  El  Estado  no  debe 
absorber  o  arrogarse  actividades  ni  funciones  que  puedan  ser 
ejecutadas  individual  o  libremente  asociadas  por  las  personas. 
Los  derechos  de  las  personas  están  por  encima  de  los 
privilegios  del  Estado.  El  rol  del  Estado,  y  como  tal  debemos 
entender  al  Estado  de  Derecho  y  no  al  Estado  Nacional,  debe 
ser  siempre  en  subsidio  de  las  posibilidades  y  realizaciones  de 
lo  que  libremente  puedan  hacer  los  hombres  en  la  sociedad, 
para  lograr  el  bien  común.  El  Estado  de  Derecho  permite  la 
vigencia  de  lo  justo.  El  Estado  Nacional  robustece  el  poder 
político,  que  atenta  a  la  plenitud  de  la  justicia  y  concentra  en 
su  interior,  además,  el  poder  económico  que,  unido  al  anterior, 
configuran  el  poder  total  y  su  máxima  expresión:  el  totalitaris- 
mo, antítesis  de  la  libertad. 

El  poder  del  Estado  está  pues  limitado  por  derechos  humanos 
incuestionables  e  irrenunciablcs,  como  son  el  derecho  a  la 
vida,  a  la  libertad  y  a  la  propiedad.  La  actividad  del  Estado 
tiene  que  ver,  y  no  puede  estar  más  allá,  con  la  creación  de  un 
entorno  social  de  seguridad  que  permita  el  disfrute  respon- 
sable y  libre  de  esos  derechos.  Y  para  ello  debe  establecerse 
una  estrategia  que  permita  alcanzar  tales  objetivos.  Estrategia 
que  refleje  la  planificación  no  burocrática  y  arbitraria  que  se 
nos  ha  impuesto,  sino  aquella  que  no  intervenga  en  la 
planificación  individual  libre  y  espontánea  de  todos  los  seres 
humanos  en  la  sociedad. 

La  mejor  estrategia  es  entonces  aquella  que  no  interfiere  en 
los  mecanismos  y  señales  del  mercado.  El  sistema  de  precios, 
maravillosa  y  espontánea  creación  del  ser  humano  jamás  fue 
disenado  por  gobernante  alguno.  Las  decisiones  se  toman 
individualmente  por  cada  individuo,  atendiendo  a  sus  propias 
y  particulares  intereses,  pero  en  su  conjunto,  reflejan  los 
intereses  de  la  colectividad.  Cuando  un  individuo  entra  al 
mercado,  busca  satisfacer  su  personal  interés,  su  beneficio 
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particular,  su  lucro  individual.  Pero  para  que  ello  sea  posible 
y  rentable  debe,  necesariamente,  condicionarlo  a  través  del 
servicio  a  los  demás.  El  sistema  de  mercado  es  la  mejor 
disciplina  que  antepone  las  preferencias  ajenas  a  las  propias, 
pues  ello  permite  conseguir  lo  mejor  para  cada  uno  en  par- 
ticular. 

La  contingencia  incierta  de  ganancia  o  pérdida  impulsa  al 
hombre  a  ser  más  eficiente,  más  productivo  y  a  generar  bienes 
de  mejor  calidad  y  menor  precio  para  que  puedan  ser  acep- 
tados y  requeridos  por  los  demás.  Así  pues,  entra  a  competir 
con  sus  congéneres  para  ofrecer  lo  mejor  y  más  barato.  Desa- 
rrolla virtudes  éticas  como  la  diligencia,  el  tino,  la  respon- 
sabilidad, la  puntualidad,  la  honestidad,  la  veracidad,  el 
espíritu  de  sacrificio,  que  lo  tornan  en  un  hombre  de  mayor 
aceptación  y  credibilidad  en  el  mercado  y  la  competencia. 

La  búsqueda  del  lucro  individual  lo  induce  a  maximizar  el 
bienestar  de  los  demás,  satisfaciendo  las  necesidades  ajenas  a 
riesgo  de  su  transitorio  bienestar,  pero  buscando  logros  y 
estabilidad  permanentes,  disminuyendo  su  propio  gasto  y 
consumo,  inviniendo  sus  utilidades,  ahorrando  sus  beneficios, 
capitalizando  sus  remanentes  y  ampliando  sus  instalaciones 
para  obtener  el  consenso  y  el  favor  de  los  consum  idores  lo  que, 
a  no  dudar,  es  el  reflejo  de  su  talento,  su  interés  y,  por  supuesto, 
de  un  sistema  al  que  considera  útil,  necesario,  conveniente  y 
moralmente  ético. 

El  Estado  debe  velar  por  el  funcionamiento  de  una  sana 
competencia  y  el  respeto  a  los  convenios  conmutativos, 
bilaterales,  multilaterales  y  consensúales  de  los  hombres  entre 
sí.  El  Estado  no  debe  interferir  en  las  actividades  particulares 
beneficiando  a  unos  o  perjudicando  a  otros.  No  debe  garan- 
tizar ni  proteger  los  monopolios  ni  oligopolios.  No  debe 
otorgar  subsidios  ni  protección  a  los  negocios  de  unos  en 
perjuicio  de  los  de  otros.  Su  actuación  sólo  debe  darse  en  un 
rol  complementario  y  subsidiario.  Debe  garantizar  la 
integración  a  la  sociedad  de  todos  los  seres  humanos,  para 
hacer  posible  la  creación,  reproducción,  uso  y  goce  de  los 
bienes  escasos. 

El  Estado  es  una  entelequia  jurídico-política  creada  por  el 
hombre  para  proteger  su  vida,  su  libertad  y  su  propiedad  y  no 
un  instrumento  de  poder  para  instaurar  monopolios  ni  crear 
riqueza  para  unos  pocos  empresaurios  públicos  y  privados. 

Finalmente,  en  lo  atinente  a  la  PRIVATIZACIÓN,  que 
muchos  EMPRESAURIOS  privados  esgrimen  y  reclaman 
como  la  panacea  a  los  males  de  la  sociedad,  y  donde  según 
ellos,  por  supuesto,  sólo  tendrán  cabida  aquellos  que  disponen 
de  la  influencia,  recursos  y  poder  para  comprar  las  empresas 
mixtas  y  estatales  si  aquella  no  lleva  consigo  la  vigencia  plena 
de  la  competencia,  la  eliminación  de  los  monopolios,  la 
extinción  de  los  privilegios  arancelarios  y  de  los  subsidios 
financieros  y  bancarios,  se  convertirá  en  una  burla  para  las 
aspiraciones  de  la  población  y  será  el  colapso  del  Estado  de 


Derecho. 

Tenemos  que  privatizar  sí,  pero  sin  monopolios,  abriendo  el 
país  a  la  competencia  extema  e  interna,  en  beneficio  del 
consumidor. 

Tenemos  que  comenzar  por  privatizar  a  la  empresa  privada, 
rompiendo  la  dependencia  que  ella  tiene  del  Estado,  eliminan- 
do los  beneficios  que  le  otorga  el  poder  político  y  económico 
del  Gobierno  de  tumo. 

Privatizar  es  el  camino  sí,  pero  no  en  subastas,  compras  ni 
concesiones  que  perjudican  al  país  pero  benefician  a  los 
amigos  del  Estado  y  muchas  veces  en  colusión  con  políticos 
y  teenócratas  como  es  el  caso  de  Emelec  en  Guayaquil. 

Emelec  no  tiene  por  qué  ser  estatizada.  Tampoco  tiene  el 
Estado  que  pagar  por  su  adquisición,  peor  entregarla  después 
con  monopolio  y  privilegios  a  algún  o  algunos  empresaurios 
privados.  Emelec  debe  quedar  en  mano  de  sus  actuales 
propietarios,  quienes  deberán  liquidar  sus  cuentas  con  el  Es- 
tado el  cual  no  debe  mantener  a  favor  de  Emelec  privilegiados 
márgenes  de  rentabilidad.  Emelec  deberá  competir  con  liber- 
tad y  sin  privilegios.  Se  deberán  abrir  las  puertas  a  todos  los 
que  quieran  invertir  y  dar  servicio  de  electricidad  sin 
limitación  alguna.  El  incremento  de  la  oferta  con  moderna 
tecnología  y  la  libre  competencia  evitarán  que  continúe  el 
incremento  abusivo  de  las  tarifas  de  energía. 

El  Estado  deberá  vigilar  la  sana  competencia  sin  involucrarse 
ni  inmiscuirse  en  el  negocio,  pues  la  generación  de  energía 
nada  tiene  de  estratégica  que  justifique  el  absurdo  y  leonino 
monopolio  que  actualmente  ejerce  a  través  de  Inccel,  reducto 
al  igual  que  Emelec  y  muchas  empresas  privadas  de 
empresaurios  resistentes  al  cambio  y  voraces  en  sus  apetitos 
de  enriquecimiento  a  costa  del  consumidor,  que  lo  somas 
todos  los  ecuatorianos. 

Por  lodo  lo  anterior,  sostengo  que  el  Estado  de  Derecho,  U 
libre  empresa  y  la  economía  social  de  mercado  constituyen  la 
alternativa  válida  para  lograr  el  bienestar  y  mejorar  el  nivel  de 
vida  al  más  hajo  costo  social,  en  el  menor  tiempo  posible  y 
para  el  mayor  número  de  personas. 


Rómulo  López  Sanando 

Director  del  Centro  de  Estudios  del  Ecuador 

Friedrich  A.  Von  Hayck. 


NOTA:  El  presente  articulóse  pública  con  pe rm «mi de  su  autor 
y  en  nada  supone  la  concesión  de  una  licencia  o  cesión  de 
derechos  de  autor. 
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DERECHO 


EL  TAMAÑO   DEL  ESTADO 


El  objeto  de  las  consideraciones  que  siguen  consiste  en  el 
análisis  de  la  naturaleza,  extensión  y  alcance  legítimo  de  las 
funciones  del  Estado.  A  pesar  de  que  no  existe  unanimidad, 
ni  mucho  menos,  sobre  este  importante  asunto,  sí  parece 
razonable  afirmar  que  la  tendencia  actual  de  las  principales 
corrientes  de  pensamiento  político  y  económico,  apunta  hacia 
una  delimitación  mucho  más  rigurosa  de  las  funciones  del 
Estado. 

Algunos  autores  y  expositores  de  la  Doctrina  Social  de  la 
Iglesia,  emplean  en  sus  textos  o  exposiciones  la  conocida 
expresión  "tanto  Estado  como  sea  necesario,  tanta  sociedad 
como  sea  posible",  que  en  mi  opinión  refleja  en  una  medida 
importante  el  pensamiento  político,  jurídico  y  económico 
prevaleciente  y  pone  de  relieve  que  al  Estado  debe  vérsele 
como  un  costo  necesario,  pero  a  la  postre  un  costo,  mientras 
que  a  la  sociedad,  librada  a  su  espontáneo  funcionamiento, 
como  un  bien  deseable  hasta  donde  sea  posible. 

El  tema  relacionado  con  el  tamaño  del  Estado  puede  tratarse 
desde  muy  variadas  perspectivas;  en  esta  oportunidad,  me 
propongo  hacerlo  desde  una  muy  particular  óptica,  que  ha 
sido  poco  abordada  a  pesar  de  su  enorme  importancia.  Se  trata 
de  lo  que  podría  llamarse  "la  teoría  del  empleo  del  co- 
nocimiento". 

Evidentemente,  cualquier  persona  o  grupo  de  personas  que 
se  ven  en  la  necesidad  de  tomar  decisiones,  podrán  hacerlo 
con  mayores  probabilidades  de  éxito,  en  la  medida  en  que 
cuenten  para  ello  con  mayores  y  mejores  elementas  de  juicio, 
esto  es,  con  mayor  conocimiento  atingente. 

A  partir  de  las  revoluciones  científica  y  técnica  que 
acompañaron  la  llamada  "Revolución  Industrial",  muchas 
personas,  animadas  por  el  entusiasmo  de  los  formidables 
descubrimientos  y  avances  de  su  tiempo,  abrigaron  la  noción 
pseudo  platónica  del  "gobierno  de  los  sabios".  Esta 
concepción  ha  sobrevivido  hasta  nuestros  tiempos,  pasando 
a  nuestra  jerga  contemporánea  a  través  del  vocablo  "tec- 
nocracia". 

En  efecto,  es  con  base  en  una  pretendida  conveniencia 
pública,  derivada  de  que  sea  un  grupo  de  expertos  inde- 
pendientes, imparciales,  desprovistos  de  cualquier  interés 
personal,  quienes  decidan  sobre  una  serie  de  asuntos  y 
materias,  múltiples  naciones  han  decidido  limitar  el  ámbito 
de  libertad  o  de  poder  de  decisión  de  sus  ciudadanos,  tras- 
ladando tal  poder  a  los  teenócratas. 

La  tesis  descansa  en  varias  premisas  que  amerita  analizar, 
aunque  sea  someramente.  Primero  se  parte  de  la  premisa  de 
que  las  particulares,  aún  cuando  puedan  tener  acceso  en 
algunos  casos  a  suficientes  elementos  de  juicio,  actúan 
siempre  en  su  propio  y  egoísta  interés,  de  tal  suene  que  sólo 
emplean  el  conocimiento  de  que  puedan  disponer  para  tomar 


ciertas  decisiones  en  su  propio  provecho,  que  puede  o  no 
coincidir  con  el  provecho  de  la  generalidad.  Luego  entonces 
se  deduce  que,  en  ciertos  aspectos  de  la  vida  social,  es 
imperativo  impedir  que  sean  los  particulares  quienes  tengan 
el  poder  de  decisión,  que  debe  atribuírsele  en  cambio,  a 
servidores  públicos  im  parciales  y  desinteresados. 

Esta  premisa  es  falaz  por  varias  razones:  primero,  porque 
supone  que  los  seres  humanos  cambian  de  naturaleza  cuando 
abandonan  la  vida  privada  y  pasan  a  la  vida  pública. 
Misteriosamente,  se  asume  que  el  funcionario  público  deja 
de  ser  ese  egoísta,  interesado  exclusivamente  en  el  derecho 
de  su  nariz,  y  se  convierte  entonces  en  un  ser  angelical, 
superior  a  cualquier  suerte  o  tentación.  Infortunadamente, 
como  la  "Escuela  de  Virginia"  ha  expuesto  sistemáticamente 
a  través  de  múltiples  trabajos  en  el  campo  de  la  teoría  co- 
nocida como  "Public  Choice",  el  funcionario  público  dotado 
de  poder  de  decisión  lo  empleará  siempre  en  su  mejor  interés 
personal,  coincida  éste  o  no  con  el  de  la  generalidad.  Su 
naturaleza  humana  no  cambia. 

De  otra  parte,  la  premisa  en  cuestión  incurre  también  en  el 
error  de  dar  por  supuesto  que  la  colusión  entre  los  egoístas 
particulares  y  los  desinteresados  funcionarios  públicos, 
simplemente  no  ocurrirá.  Más  bien  al  contrario,  como 
también  lo  demuestra  la  teoría  del  "publie  choice",  la 
traslación  de  poder  de  decisión  de  los  particulares  hacia  los 
funcionarios  públicos,  se  traduce  en  la  mera  creación  de  un 
espacio  de  negociación  de  dicho  poder  de  decisión  entre 
quien  lo  ostenta  y  quienes  podrían  derivar  ventaja  del  empleo 
de  tal  poder  en  una  u  otra  dirección. 

Otra  de  las  premisas  que  sustentan  la  tesis  del  "gobierno  de 
los  sabios",  consiste  en  que  la  inmensa  mayoría  de  las  gentes 
no  sólo  son  interesadas  y  egoístas,  sino  que  además,  son 
ignorantes.  Y  entonces  para  que  el  producto  social  crezca  y 
la  estabilidad  económica  pueda  darse,  es  necesario  trasladar 
cierto  poder  de  decisión  sobre  ciertas  asuntos  o  materias,  a 
los  expertos. 

Esta  premisa  es  igualmente  falaz  que  la  anterior,  debido, 
fundamentalmente,  a  la  creencia  de  que  el  conocim  iento  sólo 
puede  emplearse  eficientemente  cuando  se  le  concentra, 
cuando  se  le  centraliza;  se  trata  de  una  visión  enciclopedista. 
No  obstante,  lo  que  ocurre  es  precisamente  lo  contrario:  es 
gracias  a  que  el  conocimiento  se  adquiere  y  emplea  disper- 
samente por  la  multitud  de  personas  que  interactuamos 
diariamente  en  sociedad,  que  pueden  alcanzarse  los  niveles 
de  productividad  de  la  sociedad  moderna.  Esto  es  algo  que 
desde  David  Ricardo  ha  sido  comprendido  por  múltiples 
economistas  y  estudiosos  de  las  ciencias  sociales  y  se  deriva, 
lógicamente,  de  la  noción  de  la  división  del  trabajo.  El 
conocimiento  concentrado  en  manos  de  unos  cuantos  tiene 
poca  potencialidad  creativa,  su  valor  se  reduce  más  bien  a  lo 
meramente  informativo.  Cuando  el  conocimiento  disperso 
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entre  tantísismas  personas,  puede  ser  aprovechado  por  quien 
quiera  para  lanzarse  a  una  empresa  — asumiendo  el  co- 
rrelativo riesgo —  su  potencialidad  aumenta 
geométricamente.  Dicho  de  otra  forma,  en  donde  muchos  no 
ven  más  que  datos  o  información,  otros  ven  una  oportunidad, 
una  nueva  empresa;  evitar  que  tal  cosa  pueda  ocurrir, 
quitándole  a  los  individuos  poder  de  decisión,  cons-tituye,  de 
una  parte,  un  grave  error,  y  de  otra,  un  acto  de  incomprensible 
soberbia. 

El  surgimiento  del  concepto  perteneciente  al  Derecho  Ad- 
ministrativo moderno,  de  las  llamadas  entidades  des- 
centralizadas y  autónomas,  justamente  responde  a  la  noción 
de  que  es  necesaria  la  existencia  de  entes  apolíticos,  estric- 
tamente técnicos  y  especializadas  en  la  materia  que  les 
corresponde.  Surge  así  una  serie  de  entes  reguladores  de  igual 
número  de  actividades  económicas,  que,  tarde  o  temprano,  se 
ven  sofocadas,  o,  al  menos,  distorsionadas  por  la  acción  de 
tales  organizaciones.  Desde  luego,  es  importante  señalarlo, 
se  trata  de  organizaciones  creadas  con  la  mejor  de  las  volun- 
tades y  además,  dirigidas  también  con  buena  voluntad.  Pero 
desde  el  momento  en  que  fijan  el  precio  único  al  que  puede 
comerciarse  con  algún  producto,  o'  establecen  criterios  de 
entrada  o  acceso  al  mercado  con  base  en  las  cualificaciones 
o  méritos  de  los  interesados,  o  en  fin,  con  base  en  el  supuesto 
de  que  conocen  mejor  lo  que  nos  conviene  a  todos  y  a  partir 
de  tales  supuestos,  intervienen  en  el  diario  actuar  de  las 
personas,  desde  ese  momento,  decía,  lo  que  precisamente  se 
logra  es  tomar  decisiones  sustentadas  en  el  conocimiento  de 
unos  pocos,  en  lugar  de  hacerlo  con  base  en  el  conocimiento 
disperso  entre  muchísimos  otros. 

Naturalmente,  en  la  medida  en  que  más  y  más  campos  de 
acción  económica  quedan  bajo  la  acción  regulatoría  del 
propio  Estado  central,  o  de  la  administración  descentralizada, 
en  esa  misma  medida  crece  el  tamaño  del  Estado  y  en  esa 
medida  también,  se  toman  decisiones  con  base  en  menos 
elementos  de  juicio,  con  la  consiguiente  pérdida  de  produc- 
tividad social.  Entre  muchas  otras  razones,  la  del  mejor 
empleo  del  conocimiento,  para  la  toma  de  decisiones,  es  una 
de  las  más  importantes  para  sustentar  la  conveniencia  de  que 
las  funciones  del  Estado  se  aparten  de  lo  que  los  hombres, 
interactuandoen  sociedad,  pueden  realizar  con  mayor  acopio 
de  conocimientos  y,  por  ende,  con  mayor  productividad  para 
toda  la  sociedad. 

Esta  es,  por  cierto,  la  principal  ventaja  que  conlleva  la 
"economía  de  mercado":  permitir  que  a  través  del  sistema  de 
precios  y  de  las  utilidades,  de  las  ganancias,  se  aproveche  al 
máximo  el  conocimiento  disperso  entre  todos  los  que  in- 
tegramos la  sociedad.  En  la  medida  en  que  el  papel  del  Estado 
y  sus  instituciones  se  limitase  a  sustentar  el  funcionamiento 
del  proceso  del  mercado  sin  distorsiones,  en  esa  medida,  el 
aprovechamiento  del  conocimiento  y  por  ende,  la  produc- 
tividad de  la  sociedad,  aumentarían. 


La  pregunta  obligada  es,  por  tanto:  ¿cómo  pueden  el  Estado 
y  sus  instituciones  sustentar  el  funcionamiento  del  proceso 
del  mercado,  sin  distorsiones?  Simplificando  la  respuesta, 
puede  decirse  que:  lo.  el  ordenamiento  jurídico  debe  garan- 
tizar la  propiedad  privada,  tanto  en  lo  que  a  su  posesión  y  uso 
se  refiere,  como  en  lo  que  a  su  disposición  concierne;  2o.  el 
ordenamiento  jurídico  debe  garantizar  la  intangibilidad  de  los 
contratos  que  se  celebren  entre  personas  civilmente  capaces, 
en  relación  a  bienes  o  derechos  que  no  riñan  con  la  moral  y 
las  buenas  costumbres,  y  en  los  que  el  consentimiento  de 
quienes  contratan  se  ha  formulado  sin  que  medie  violencia  o 
intimidación;  3o.  el  ordenamiento  jurídico  debe  proveer  los 
mecanismos  institucionales  mediante  los  cuales  las  personas 
pueden  exigirse  unas  de  otras,  el  cumplimiento  de  sus 
obligaciones  o  reclamar  el  ejercicio  de  sus  derechos;  4o.  el 
ordenamiento  jurídico  debe  proveer  los  mecanismos  ins- 
titucionales por  cuyo  medio,  quienes  resulten  afectados  por 
el  incumplimiento  contractual  de  las  obligaciones  de  su  con- 
traparte, sean  restituidos  de  los  daños  y  perjuicios  que  hayan 
sufrido;  So.  el  ordenamiento  jurídico  debe  proveer  los 
mecanismos  institucionales  necesarios  para  que,  quienes  se 
vieren  afectados  por  terceros,  derivado  de  actos  u  omisiones 
extracontractuales,  puedan  exigir  la  restitución  de  los  daños 
y  perjuicios  que  hubieren  sufrido;  6o.  el  ordenamiento 
jurídico  ha  de  definir,  mediante  normas  generales,  abstractas 
y  aplicables  por  igual  a  un  número  indeterminado  de  casos 
futuros,  los  efectos  jurídicos  de  las  acciones  y  omisiones  de 
las  personas,  bien  sea  que  tales  efectos  jurídicos  se  cir- 
cunscriban a  reparaciones  meramente  civiles,  bien  sea  que 
trasciendan  al  campo  de  lo  penal;  y  7o.  el  ordenamiento 
jurídico  debe  establecer  tal  jerarquía  de  normas  que,  en 
ningún  momento,  disposiciones  legales  específicas  que  se 
estima  necesario  promulgar  en  vista  de  cualquier  coyuntura 
social  o  económica,  pero  especialmente  política,  puedan 
afectar  la  vigencia  o  eficacia  de  las  normas  generales  de  que, 
fundamental,  pero  no  exclusivamente,  se  nutren  el  Derecho 
Privado  y  el  Derecho  Penal. 

La  realización  de  los  postulados  anteriores,  que  no  pretenden 
ser  más  que  una  síntesis  muy  general,  implicaría  la 
instauración  de  un  Estado  de  Derecho,  que,  en  el  estricto 
sentido  de  la  expresión,  debe  tenerse  como  el  marco  de  las 
funciones  legítimas  del  Estado,  esto  es,  la  salvaguada  de  los 
derechos  de  las  personas.  Todo  lo  que  vaya  más  allá,  rebasa, 
en  mi  opinión,  las  funciones  legítimas  del  Estado. 


Eduardo  Mayora  A. 


Conferencia  dirigida,  como  parte  del  "Seminario  sobre 
Modernización  del  Estado"  al  Congreso  Nacional  del 
Ecuador,  (c)  Julio  de  1992. 
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DERECHO  INTERNACIONAL 


ADMINISTRACIÓN  DE  JUSTICIA 
—  PROBLEMAS  Y  SOLUCIONES  — 


La  revista  Bussincs  Week,  en  su  edición  del  13  de  abril  de 
este  año,  en  un  extenso  artículo  de  fondo,  pone  de  manifiesto 
gran  parte  de  los  problemas  de  la  justicia  en  los  Estados 
Unidos  de  America,  y  las  opciones  de  que  se  están  principian- 
do a  servir  los  empresarios  de  ese  país  para  resolverlos, 
independientemente  de  los  tribunales  establecidos  por  las 
leyes.  Esos  problemas  se  resumen  en  que  es  excesivo  el 
número  de  litigios  que  se  tramitan  en  los  tribunales,  los  cuales 
llevan  mucho  tiempo  en  concluir,  y  que  además  son  suma- 
mente altos  los  hononarios  profesionales  que  cobran  los 
abogados  a  las  partes.  Agreguemos  a  ello  la  falla  de  confianza 
en  muchos  fallos  debido  a  los  errores  que  se  cometen  en  los 
tribunales.  En  un  estudio  publicado  por  el  Stanford  Law 
Review,  se  lee  que  entre  1900  y  1985,  se  condenó  por  error, 
a  la  pena  de  muerte,  a  139  procesados;  y  a  consecuencia  de 
un  fallo  de  un  tribunal  en  Smi  Valley,  este  año,  murieron 
violentamente  58  personas  en  Los  Angeles.  Ese  fallo  absolvió 
a  cuatro  policías  blancos,  acusados  de  golpear  con  brutalidad 
a  Rodney  King,  un  ciudadano  de  raza  negra. 

La  reciente  resolución  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia  de  los 
Estados  Unidos,  declarando  procedente  un  caso  de  secuestro 
en  México,  provocando  justificadas  reacciones  negativas, 
tanto  en  los  Estados  Unidos,  como  en  otros  países,  ha  venido 
a  sumarse  a  dicha  falta  de  confianza.  Congresistas  y  juristas 
estadounidenses  han  hecho  severas  críticas  a  esa  resolución. 

El  citado  artículo  hace  ver  que  en  vista  de  los  problemas 
mencionados,  en  los  Estados  Unidos  las  grandes  empresas 
están  optando  por  resolver  sus  diferencias  entre  ellas  fuera  de 
los  tribunales,  y  que  en  el  futuro  las  partes  en  conflicto,  antes 
de  plantear  una  demanda,  seguramente  tendrán  que  con- 
siderar las  siguientes  opciones: 

a)  presentar  su  caso  a  expertos  o  jueces  jubilados  y  aceptar 
su  decisión  o  litigar;  b)  presentar  sus  pretensiones  a  un  juez 
o  jurado,  y  con  base  en  el  veredicto  que  se  produzca,  iniciar 
conversaciones  para  llegar  a  un  arreglo;  y  si  no  se  ponen  de 
acuerdo,  continuar  con  el  proceso  en  los  tribunales;  c) 
después  de  iniciar  un  juicio,  someter  el  caso  a  un  abogado 
que  después  de  oír  a  las  partes  les  proponga  un  arreglo;  d) 
contratar  profesionales  con  experiencia  en  proponer 
soluciones  a  las  partes. 

Con  el  mismo  propósito  de  ofrecer  opciones  para  la  solución 
de  connetos,  y  así  evitar  lo  tortuoso  y  caro  que  resulta  litigar, 
nos  cuenta  la  revista  mencionada,  que  en  los  Estados  Unidos 
ya  operan  empresas  que  venden  servicios  como  mediadoras 
para  resolver  controversias  legales. 

Una  de  esas  empresas  espera  poder  atender,  en  1992,  unos 
14,000  casos,  y  cobrar  por  sus  servicios  cerca  de  30  millones 
de  dólares.  Tiene  oficinas  establecidas  en  18  Estados  de  la 
Unión,  y  cuenta  con  unos  175  jueces  jubilados  para  atender 


a  sus  clientes.  Estos  servicios  constituyen  en  cierta  forma, 
privatización  de  la  administración  de  justicia. 


La  reciente  resolución  de  la  Corte  Suprema  de 

Justicia  de  los  Estados  Unidos,  declarando 

procedente  un  caso  de  secuestro  en  México, 

provocando  justificadas  reacciones  negativas, 

tanto  en  los  Estados  Unidos,  como  en  otros 

países,  ha  venido  a  sumarse  a  dicha  falta  de 

confianza  Congresistas  y  juristas 

estadounidenses  han  hecho  severas  críticas  a 

esa  resolución. 


En  el  Japón,  en  donde  solamente  hay  12.1  abogadas  por  cada 
100,000  habitantes,  a  diferencia  de  los  307.4  que  hay  en  los 
Estados  Unidos  por  el  mismo  número  de  habitantes,  dada  la 
idiosincrasia  de  los  japoneses,  se  piensa  que  es  preferible 
resolver  las  diferencias  legales  amigablemente,  en  vez  de 
acudir  a  los  tribunales.  Además,  existen  motivos  que  en  la 
práctica  les  hacen  pensar  así:  la  contraparte  no  puede  obligar 
a  la  otra,  antes  del  inicio  del  juicio,  a  que  muestre  sus  posibles 
pruebas;  está  prohibido  hacer  convenios  sobre  honorarios 
relacionados  con  el  resultado  del  proceso;  todo  demandante 
está  obligado  a  pagarle  a  su  abogado,  anticipadamente,  en 
concepto  de  honorarios,  un  8  por  ciento  del  monto  de  lo 
demandado  por  daños,  y  a  cancelar  un  1  por  ciento  del  mismo 
monto  al  tribunal,  al  momento  de  presentar  la  demanda.  De 
esa  cuenta,  en  caso  de  una  disputa,  antes  de  involucrar  a  los 
abogados,  los  japoneses  tratan  de  arreglarla  amistosamente, 
entre  sus  vendedores  o  gerentes.  Prefieren,  en  vez  de  afectar 
una  relación  comercial,  dejar  de  ganar  algo  y  recuperarlo  en 
el  futuro  con  nuevos  negocios.  (Artículo  citado). 

En  Guatemala  también  confrontamos  serios  problemas  en  la 
administración  de  justicia,  por  el  exceso  de  casos  que  se 
tramitan  en  los  tribunales,  así  como  por  las  prácticas  in- 
veteradas de  negligencia,  corrupción,  irresponsabilidad  y 
dcsleallad  procesal,  que  alargan  y  hacen  interminables  e 
imprcdccibles  los  procesos,  de  las  cuales  unas  veces  cabe 
responsabilizar  a  los  tribunales  y  otras  a  los  abogados  litigan- 
tes. El  investigador  del  CIEN,  licenciado  Amable  Sánchez, 
publ  ico  un  artículo  en  el  que  relata  muchos  de  esos  problemas 
y  hace  ver  que  concluir  un  juicio  ordinario  y  ejecutar  su 
sentencia  demora  casi  cinco  años.  (Siglo  Veintiuno.  17  de 
mayo  de  1992,  pág.  13).  En  un  juicio  hipotecario-hancario, 
la  pane  deudora  logró  demorar  el  pago  más  de  8  año6. 
Indudablemente,  estamos  muy  lejos  de  que  se  den  opciones 
como  las  resumidas  anteriormente,  en  los  Estados  Unidos  y 
el  Japón,  para  resolver  nuestros  problemas  en  la 
administración  de  justicia.  Las  disposiciones  cons- 
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titucionales  y  legales  vigentes,  constituyen  un  serio 
obstáculo. 

En  efecto,  la  Constitución  de  la  República  establece  que  la 
función  de  impartir  justicia  corresponde,  con  exclusividad 
absoluta,  a  la  Corte  Suprema  de  Justicia  y  a  los  tribunales  que 
la  Ley  establezca,  y  que  ninguna  otra  autoridad  podrá  inter- 
venir en  ella.  Sin  embargo,  nuestros  problemas  cada  día  son 
mayores  en  ese  campo,  y  el  Organismo  Judicial  no  está  ni 
estará  en  condiciones  de  resolverlos.  Una  encuesta  de  opinión 
referente  a  la  credibilidad  en  el  sistema  de  justicia,  concluye 
en  que  hay  un  constante  descenso  en  el  país  en  los  niveles  de 
confianza  de  los  encuestados,  "tanto  en  las  leyes  como  en  los 
jueces".  (Siglo  Veintiuno,  mayo  15  de  1992,  pág.  16). 

De  esa  situación  están  conscientes  las  máximas  autoridades 
del  Organismo  Judicial,  que  asumieron  este  año  sus  cargos. 
Cuentan  con  un  plan  y  buenas  intenciones  para  que  mejore. 
Con  ese  propósito  solicitaron  y  obtuvieron  un  incremento 
presupuestario  de  cien  millones  de  quetzales.  (Decreto  No. 
31-92  del  Congreso).  Los  fondos  se  invertirán  en  la 
supervisión  general  de  tribunales,  creación  de  juzgados  de 
paz  en  todos  los  municipios  de  la  República,  adquisición  de 
equipo  de  trahajo,  creación  de  la  unidad  de  planificación,  y 
en  general  en  la  modernización  y  dotación  de  elementos 
materiales  al  Organismo  Judicial.  Según  se  lee  en  el  mismo 
Decreto. 

La  crisis  de  la  administración  de  justicia  en  el  país  es  tan 
grande,  que  no  tendrá  solución  solamente  con  invertir  el 
aludido  incremento  presupuestario  en  los  rubros  enumerados, 
aunque  ello  se  lleve  a  cabo  con  los  mejores  propósitos, 
dedicación,  eficiencia  y  responsabilidad.  Hay  problemas 
humanos,  administrativos  y  profesionales  que  ya  están  muy 
arraigados  en  el  sistema.  De  esa  cuenta,  también  aquí  en 
Guatemala  tendremos  que  comenzar  a  ensayar  soluciones 
que  liberen  al  sistema  de  la  responsabilidad  exclusiva  de 
administrar  justicia,  que  les  otorga  a  los  jueces  la 
Constitución  de  la  República.  Además,  habría  que  hacer 
funcionar  con  efectividad  el  mecanismo  de  la  conciliación, 
previsto  tanto  en  el  Código  Procesal  Civil  y  Mercantil 
(Artículo  97),  como  en  el  Código  de  Trabajo  (Artículos  340 
y  341).  Con  ello  podrían  evitarse  juicios  que  saturan  y  recar- 
gan el  trabajo  en  los  tribunales  y  que  demoran  demasiado  en 
llegar  a  su  fin.  Naturalmente,  los  jueces  tendrán  que  inducir 
a  conciliar  a  las  partes  cada  vez  que  se  inicie  un  proceso,  y 
prestarles  la  asesoría  necesaria  para  que  puedan  llegar  a  un 
arreglo  que  les  haga  desistir  del  litigio.  Posiblemente  los 
tribunales  necesitarán  para  ello  de  profesionales  idóneos  que 
actúen  como  auxiliares  de  los  jueces  en  materia  de 
conciliación.  También,  habría  que  promover  un  mayor  uso 
del  arbitraje  en  la  solución  de  conflictos,  aunque  no  seria 
extraño  que  en  un  futuro  no  muy  lejano,  las  partes  busquen 
los  servicios  de  profesionales  que  sin  ser  funcionarios  del 


Organismo  Judicial,  se  dediquen  a  resolver  controversias 
jurídicas  en  forma  extrajudicial,  tal  como  ya  loestán  haciendo 
en  los  Estados  Unidos,  profesionales  y  empresas  que  han 
asumido  privadamente  esa  función.  Naturalmente,  para  que 
estos  mecanismos  tengan  eficacia  en  nuestro  país,  es  preciso 
que  las  partes  en  conflicto  se  sometan  expresamente  a  ellos, 
y  que  renuncien  al  derecho  que  tienen  de  acudir  a  los 
tribunales,  sin  haber  previamente  sometido  sus  diferencias  a 
conciliación  o  arbitraje.  Por  otra  parte,  es  urgente  introducir 
a  las  leyes  reformas  que  de  alguna  manera  eviten  el  exceso 
de  recursos  ordinarios  y  amparas  que  se  interponen  en  los 
tribunales  con  el  fin  único  de  retardar  los  procesos,  a  sabien- 
das de  que  son  improcedentes. 


En  Guatemala,  también  confrontamos  serios 

problemas  en  la  administración  de  justicia, 

por  el  exceso  de  casos  que  se  tramitan  en  los 

Tribunales,  así  como  por  las  prácticas 

inveteradas  de  negligencia,  corrupción, 

irresponsabilidad  y  deslealtad  procesal. 


En  Guatemala,  la  administración  de  justicia  también  está 
en  crisis.  Conviene,  entonces,  que  nosotros  también 
busquemos,  así  como  en  oíros  países,  opciones  para  que 
realmente  sea  pronta  y  cumplida,  de  acuerdo  con  el  or- 
denamiento legal  vigente  o  introduciendo  las  reformas  que 
hagan  posible  su  evolución  y  adaptación  a  las  realidades  y 
expectativas  de  justicia  que  existen  en  la  sociedad. 

La  conciliación,  el  arbitraje  y  la  privatización  en  ciertas  fases 
de  la  administración  de  justicia,  lendrán  que  ser  objeto  de 
consideración  en  el  futuro,  sin  ninguna  duda.  En  todo  caso, 
para  que  mejore  esa  función  pública  tan  importante  para  el 
mantenimiento  de  la  paz  social,  los  funcionarios  de  los  or- 
ganismos del  Estado,  los  diputados,  los  abogados  y  los 
dirigentes  de  los  sectores  organizados,  dchemos  todos  par- 
ticipar en  los  esfuerzos  que  se  requieran,  claro,  preservando 
los  derechos  individuales,  que  de  ninguna  manera  deben 
menoscabarse  en  aras  de  mejorar  la  administración  de  jus- 
ticia. 


Eduardo  Palomo  E. 

Ahogado 

Reportaje  de  Siglo  Veintiuno 

martes.  30  de  junio  .  1999 


NOTA:  El  présenle  articulo  se  publica  con  permiso  de  su 
autor  y  en  nada  supone  la  concesión  de  una  licencia  o  cesión 
de  derechos  de  autor. 
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DERECHO  INTERNACIONAL 


DEROGATORIA  DEL  TRATADO  DE  EXTRADICIÓN 


La  mayoría  de  juristas  de  todo  el  mundo 
hemos  recibido  con  incredulidad  la  decisión 
de  la  Suprema  Corte  de  los  Estados  Unidos  de 
América.  Es  inconcebible  que  se  atribuya  la 
facultad  de  no  respetar  las  leyes  internas 
básicas  de  todas  las  restantes  naciones  del 
mundo,  y  en  el  caso  de  Guatemala  la  propia 
Constitución  de  la  República.  Precisamente 
en  Guatemala  hemos  hecho  énfasis  en 
desechar  las  detenciones  ilegales,  regulando 
la  situación  vehemente  y  detalladamente.  El 
estado  de  derecho  ha  inexistido  en  Guatemala 
utilizando  como  instrumento  medular  el 
secuestro,  llevado  a  cabo  a  través  de  deten- 
ciones ilegales  y  desapariciones. 

Los  Estados  Unidos  nos  han  criticado  y  san- 
cionado económicamente  por  tal  situación,  y 
ahora  ellos  harán  lo  mismo  que  cualquier 
déspota,  con  la  diferencia  grave  de  ponerle 
disfraz  de  legalidad.  Es  un  caso  único  en  las 
relaciones  internacionales,  al  que  debería 
bautizársele  como  "despotismo  extrate- 
rritorial". Adicionalmente  dejan  de  respetar 
los  tratados  de  extradición  celebrados  por 
ellos  mismos.  El  irrespeto  ocurre  en  DOS  sen- 
tidos: en  primer  orden  porque  no  observan  el 
proceso  legal  establecido  en  el  propio  tratado, 
y  en  segundo  orden,  porque  los  jueces  que 
ordenan  el  secuestro  y  los  ejecutores,  con  toda 
seguridad,  NO  PODRAN  SER  EX- 
TRADITADOS  por  el  país  ofendido.  Los 
secuestradores  que  actúan  extraterritorial- 
mente,  en  forma  legal  de  acuerdo  a  las  normas 
de  los  Estados  Unidos,  actúan  necesariamente 
cometiendo  un  delito  en  Guatemala:  precisa- 
mente el  delito  que  ha  representado  gran 
sufrimiento  a  nuestro  país  y  que  también  es 
uno  de  los  medios  más  expresivos  y 
característicos  de  la  tiranía. 


La  solicitud  de  extradición  de  estas  personas 
no  podrá  prosperar,  porque  tienen  el  aval  de 
la  justicia  norteamericana. 

Entonces:  mientras  Guatemala  cumple  con 
tratados  de  extradición  e  incluso  se  esfuerza 
por  enviar  a  las  cortes  norteñas  a  aquellas 
personas  que  supuestamente  han  CONS- 
PIRADO en  el  tráfico  de  drogas  (delito  in- 
cluso inexistente  en  Guatemala),  los  Estados 
Unidos  modifica  sus  normas  hasta  anular 
cualquier  posición  de  reciprocidad  hacia 
países  amigos. 

Debemos  preguntarnos  los  juristas:  ¿la 
decisión  de  la  Corte  no  implica  necesaria- 
mente la  clara  derogatoria  de  los  acuerdos  y 
tratados  de  extradición?  No  veo  cómo 
Guatemala  cumplirá  con  tratados  de 
extradición  cuando  ya  de  hecho  es  imposible 
que  continúen  vigentes.  Por  otra  parte,  es 
nuestra  única  forma  de  defensa  jurídica  frente 
al  atropello  que  nos  amenaza. 

H  secuestro  es  un  delito  grave,  que  podrá 
cometer  cualquier  ciudadano  o  gobierno  en  el 
mundo,  salvo  el  de  los  Estados  Unidos  de 
América,  porque  estará  exento  de  toda  culpa 
por  decisión  propia. 

Se  hace  caso  omiso  nada  menos  que  de  la 
máxima  garantía  que  debe  observarse  en 
NUESTRO  estado  de  derecho:  el  DEBIDO 
PROCESO.  Esta  violación  la  recetan  para 
países  extranjeros:  imposible  para  el  propio. 


Lie.  José  R  Quesada  Fernández. 
Catedrático  de  la  Facultad  de  Derecho 
de  la  Universidad  Francisco  Marroquín 


"  La  felicidad  no  consiste  tanto  en  la  abundancia  de  bienes  como  en  la  posibilidad  de  gozarlos  en 
la  paz  y  seguridad  de  su  posesión" .  David  Hume 


CRIMINOLOGÍA 
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UNA  VISITA  PROFESIONAL:    MALE  CORRECTIONAL 
CENTER  (MCC)    HOMESTEAD,  FL. 


El  calor  del  mediodía  se  transforma  en  un  frío 
intenso.  El  aire  acondicionado  es  helado  allí 
dentro.  Pero  más  que  el  frío,  hiela  el  horror. 
El  cuarto  de  visitas  de  la  prisión  se  ha  llenado 
con  niños:  lo  suficiente  inocentes  para 
alegrarse  de  ver  allí  a  su  papá;  lo  suficiente 
maduros  para  cargar  con  el  dolor. 

Espero  de  pie  dentro  del  pequeño  cuarto.  El 
abogado  defensor  sentado  a  mi  lado,  revisa 
documentos.  Como  siempre,  llevo  conmigo  el 
diccionario  inglés-español  de  términos 
legales.  Ser  intérprete  no  siempre  es  sencillo. 
Los  detenidos  se  alteran  fácilmente,  a  veces 
es  difícil  entenderles  su  español. 

La  vista  frente  a  mí  no  es  usual  para  una 
prisión.  Hay  un  pequeño  lago  artificial, 
rodeado  de  pinos  y  alborotado  de  aves.  Logro 
divisar  el  gimnasio,  la  biblioteca  y  el  centro 
de  computación.  Las  autoridades  buscan 
rehabilitar,  no  castigar.  Esa  mejor  defensa  de 
los  intereses  de  la  sociedad  entiende  que  el 
ejercicio,  la  cultura  y  la  actualización 
tecnológica,  aumenta  las  posibilidades  de 
rehacer  una  vida. 

La  cafetería  típicamente  americana,  alimenta 
también  a  latinos  inconformes  sin  sus  frijoles 
y  tortillas.  No  se  puede  tener  de  todo. 
Adicionalmente  hay  canchas  de  tenis  y  de 
baloncesto.  También  hay  fútbol  para  el  que 
quiera,  y  banca  para  el  observador. 


Los  cuartos  dobles  son  bien  ventilados,  y  se 
puede  platicar  con  los  otros  reclusos  por 
teléfono;  el  camarote  resulta  cómodo.1  Con 
sus  ventajas,  sigue  siendo  una  prisión.  Cuan- 
do se  cierra  la  reja,  ellos  permanecen  dentro, 
y  yo  puedo  salir. 

Mi  vista  de  pronto  se  ve  alterada  por  una 
jauría  de  guardias  que  cruzan  corriendo  hacia 
los  edificios.  Un  desesperado  ha  fracasado  en 
su  lucha  por  escapar.  Hay  acciones  que  se 
deben  terminar  de  pagar. 

Aprovechando  el  alboroto,  una  mujer  cambia 
de  lugar  con  su  nena.  Se  sienta  sobre  su 
marido,  besándolo  entre  lágrimas  y  sonrisas. 
La  pequeña  los  mira  confundida.  Un  recluso 
los  observa  con  lujuria. 

Mi  distracción  se  interrumpe  al  oír  que  la 
puerta  se  abre,  ha  entrado  nuestro  cliente.  Me 
saluda  en  su  buen  español.  Luego  de  bal- 
bucear en  inglés  algunas  frases  de  bienvenida 
al  abogado,  se  sienta  a  escuchar  las  noticias 
que  hoy  tenemos  para  él. 


Rebeca  Permuth 
Estudiante  de  Derecho  de  la 
Universidad  Francisco  Marroquín 


"Se  encuentran  muchos  hombres  que  hablan  de  libertad,  pero  se  ven  muy  pocos  cuya  vida  no  se 
haya  consagrado,  principalmente,  a  forjar  cadenas". 

Gustavo  le~Bon 


1  I  as  llamadas  al  exterior  de  la  prisión  solo  pueden  hacerse  por  robrar 

2  Vn  ésta  cárcel  se  encontraba  el  ct  presidente  de  Panamá.  Manuel  Alberto  Noncga.  hasta  que  el  huracán  "Andrc»"  la  destruyera  en  (gano de 
1992. 
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